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PRESENTACIÓN 

 

 

La Resolución 2628 del Parlamento Europeo, conocida en Colombia como la Hoja de Ruta del TLC 

entre Colombia-Perú y la Unión Europea, firmada el 13 de junio de 2012, se puede entender como 

un refuerzo y ampliación del Plan de Acción Laboral Obama-Santos (PAL). En total, la Resolución 

2628 comprende trece temas relacionados con los derechos laborales y sindicales, muchos de los 

cuales se acercan a los compromisos adquiridos por los gobiernos de Colombia y los Estados 

Unidos en el PAL, aunque en varios casos, el enfoque del Parlamento Europeo (de aquí en adelante, 

el PE) varía; uno es más enfático en términos de sus solicitudes al gobierno de Colombia, y el otro 

propone objetivos más generales y difíciles de cuantificar. El hilo conductor de la Resolución 2628 es 

el deseo del PE de asegurar que el Gobierno Colombiano actúe para fomentar los derechos 

humanos en el país, garantizando que cualquier obstáculo a su libre acogimiento y expresión sea 

castigado y/o eliminado y que las y los trabajadores colombianos puedan gozar de todos los 

derechos laborales fundamentales en su vida de trabajo y su vida cotidiana.   

 

El origen de la Resolución 2628, como exigencia al Gobierno Colombiano, se funda en la efectiva 

eliminación del régimen de Sistema de Preferencias Comerciales, SPG+, luego de que el TLC en 

cuestión entrara en vigencia, ampliando el terreno de relaciones comerciales entre los dos países 

andinos y la UE, pero ahora sin la obligación formal de que ambos países andinos aplicaran 

efectivamente 27 de los Convenios sobre Derechos Humanos Fundamentales (incluyendo los 

laborales) y el medio ambiente. El sistema SPG+ se componía de dos regímenes especiales, uno 

que favorecía los países menos desarrollados, y otro que buscaba estimular el desarrollo sostenible 

y la gobernanza.1 Junto con Colombia y Perú, entre 2009 y 2011, se beneficiaban del SPG+ 14 

países. Aunque la UE nunca ha llegado a sancionar un gobierno de un país beneficiario de las 

preferencias otorgadas en el SPG+ y se ha cuestionado el grado de rigor con que los 27 Convenios 

son aplicados en ciertos países, también se ha argumentado que tanto el SPG+ como el sistema de 

SPG estadounidense proporcionan “mayores garantías que los demás tratados de libre comercio 

firmados en los últimos años”.2  

 

Se termina la vigencia del SPG+ con la entrada en funcionamiento, incluso parcial, del TLC entre las 

tres Partes. En su reemplazo, para respaldar la protección a los derechos humanos, el Acuerdo 

comercial incluye una cláusula análoga, suscrita por Colombia en el Acuerdo de Diálogo Político y 

Cooperación CAN-UE en 2003. Esta cláusula, incluida en todos los acuerdos comerciales firmados 

por la Unión Europea, subraya la necesidad de que las naciones socias respeten los derechos 

humanos fundamentales. En caso de violación de estos derechos humanos, se adoptarán medidas 

“apropiadas” que se ajusten al Derecho Internacional. 

                                                           
1
 Véase: Siroën, Jean-Marc. (2013). “Disposiciones laborales en los tratados de libre comercio: balance y perspectivas”. 

Revista Internacional del trabajo. Vol. 132, N° 1 (pp.99-122).  
2
 Véase: Polaski y Vyborny, citados en: Siroën, Jean-Marc. 2013, op cit., p.109. 
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Adicionalmente, el TLC en cuestión contiene un capítulo de Comercio y Desarrollo Sostenible, el 

cual incluye cláusulas sociales que “exigen el cumplimiento de normas mínimas en materia laboral y 

ambiental, con fundamento en el respeto por los derechos humanos, como estándares mínimos que 

deben observarse en la producción y comercialización de bienes y servicios.” El capítulo también 

menciona los derechos laborales fundamentales de la OIT, promoviendo su protección y 

cumplimiento a través de la “observancia y aplicación de la respectiva legislación laboral de las 

Partes.” 

 

A pesar de todas estas reflexiones y observaciones acerca de la necesidad de asegurar el respeto 

por los derechos humanos, incorporado en el texto del TLC, en la práctica Colombia está lejos de 

cumplir con cada una de esos convenios, observaciones y referencias. Por ende, siguiendo el 

modelo del PAL, el Parlamento Europeo, a través de algunos parlamentarios particulares, exigió que 

el Gobierno Colombiano entregará una hoja de ruta de mejorías que garantizarían y protegerían 

mejor los derechos humanos y ambientales más vulnerables; esa hoja de ruta se formalizó como la 

Resolución 2628, la cual tuvo la intención de resaltar algunas acciones y mejoras necesarias, en 

materia de derechos humanos y laborales, que el Gobierno Colombiano tendría que cumplir para 

poder asegurar la continuidad, sin controversias formales, del TLC suscrito con la UE.  

 

El presente informe pretende indagar sobre el grado de cumplimiento de cada una de las solicitudes 

en materia laboral y sindical, hechas en aquella Resolución, como manera de hacer una evaluación 

del comportamiento del Gobierno Colombiano frente a las obligaciones hechas por el PE.   

 

1. La intermediación laboral ilegal continúa bajo nuevas figuras 
 

Hoy en día, a principios de 2015, lo que ha pasado, en términos de la intermediación (o 

tercerización) laboral es una metamorfosis. Luego de que el Gobierno Colombiano se comprometiera 

a controlar y eliminar las Cooperativas de Trabajo Asociado (CTA) que hacían intermediación laboral 

y toda otra forma de intermediación laboral ilegal, han aparecido y crecido nuevas figuras que vienen 

precarizando las condiciones de las y los trabajadores colombianos. De 2010 a la fecha el número 

de CTA registradas en el país se ha visto reducido de manera notoria, pasando de 4.307 en aquel 

año a 2.890 al final de 20123, para terminar, a finales de 2013, con 2.669 CTA registradas4. De igual 

                                                           
3
 Coonfecop (2013) “Desempeño sector cooperativo colombiano 2012”. P.p. 123-124. Disponible en: 

http://marcos.colombiahosting.com.co/~confecoo/images/informes_anuales/Informe_2012.pdf [Consultado el 14 de 
febrero de 2014]. Es necesario aclarar, sin embargo, que los datos sobre el número de CTA aquí señalados corresponden 
a las que cumplen los requisitos de ley para operar, existiendo en el margen un amplio número de CTA que viven en la 
semilegalidad o clandestinidad abierta. Ello explica el porqué, al margen de estas cifras, la superintendencia de 
economía solidaria afirma que entre 2008 y 2013 ha suprimido 9.000 CTA, pasando de 12.335 en aquél año a 3.469 en 
éste. La disparidad obedece a que no existen datos oficiales de la supersolidaria, sino notas de prensa dispersas. Ver: 
Diario el Nuevo Día: “Supersolidaria suprimió unas 9.000 cooperativas”. En: 

http://marcos.colombiahosting.com.co/~confecoo/images/informes_anuales/Informe_2012.pdf
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forma, el número de “asociados” a las mismas disminuyó al pasar de 610.526 en 2010 a 386.138 en 

20125, para terminar con 327.533 asociados a finales de 20136. En resumen, la política laboral del 

gobierno en el último periodo ha significado una reducción en el número de CTA y sus “asociados”, 

sin duda, aunque el fenómeno continúa siendo relevante, sobre todo si se tiene en cuenta que no 

existe claridad, ni estudios oficiales, sobre el carácter de las CTA que se mantienen en situación de 

legalidad7. 

Adicionalmente, es importante anotar que la reducción relativa en el número de CTA no significa que 

la intermediación laboral ilegal haya disminuido. Al contrario, se ha hecho metástasis en nuevas 

formas de tercerización laboral, tales como las Sociedades por Acción Simplificadas (SAS) y los 

contratos sindicales, o se ha mimetizado en otras figuras existentes y legales, como las Empresas 

de Servicios Temporales (EST) y los contratos de prestación de servicios. 

El más preocupante de todos los casos, en términos de su impacto negativo sobre los derechos 

laborales y sindicales, es el del contrato sindical, porque aquí no sólo se trata de tercerizar 

ilegalmente labores que son misionales y permanentes, sino que significa un engaño de los 

principios y finalidades del sindicalismo. A fin de cuentas, el sindicalismo es una institución cuya 

finalidad consiste en la unificación y solidaridad de los trabajadores con el objeto de mejorar sus 

condiciones de trabajo, mientras el contrato sindical es una forma de segmentación de la fuerza de 

trabajo, en la que una parte (minoritaria) ejerce las funciones de patrón o jefe laboral de otra parte 

(mayoritaria) de trabajadores. 

Con el panorama anterior no resulta entonces casual que, a la lenta reducción de la intermediación 

mediante CTA le acompañe el incremento acelerado de la tercerización laboral a través del contrato 

sindical. En 2010 apenas existían 50 casos de aplicación de esta figura, pero, para 2012 ya eran 703 

contratos sindicales que cubrían una total de 158.878 trabajadores y para 2013 la cifra se elevaría a 

964 casos y 49.164 trabajadores cubiertos8, de los cuales 939 (97,4% del total) pertenecen a la 

categoría económica “servicios sociales y de salud”9. De acuerdo al Ministerio de Trabajo para el 

primer semestre de 2014 ya existían en el país 984 contratos sindicales10. 

                                                                                                                                                                                 
http://www.elnuevodia.com.co/nuevodia/actualidad/economica/205252-supersolidaria-suprimio-unas-9000-
cooperativas [Consultado el 10 de febrero de 2014]. 
4
 De acuerdo con la información presentando por Confecoop al Ministerio de Trabajo y enviado a la ENS el 31 de octubre 

de 2013. 
5
 Coonfecop (ibídem). Pág. 126 

6
 De acuerdo con la información presentando por Confecoop al Ministerio de Trabajo y enviado a la ENS el 31 de octubre 

de 2013. 
7
 Al respecto, hay que aclarar que el decreto 2025 de 2011 no prohíbe las CTA, sino su uso para fines de intermediación 

laboral.  Con el objeto de reconocer entre CTA genuinas y CTA como tercerizadoras encubiertas, el decreto expone 
algunos criterios, tales como: autonomía administrativa y financiera, propiedad de medios de producción y 
herramientas, y la ausencia de vinculación de la cooperativa con el tercero contratante, entre otras. Si estos criterios se 
cumplen en las CTA que aún permanecen en vigencia, es algo de lo que deben dar cuenta tanto el ministerio del trabajo 
como la superintendencia de economía solidaria. 
8
 Ver Escuela Nacional Sindical: Sistema de Información Laboral y Sindical (SISLAB).  

9
 Ibídem. Pág. 16 

10
 Ministerio del trabajo (2014) “Informe de actividades 2012-2013 al honorable congreso de la república”. Pág. 132 

http://www.elnuevodia.com.co/nuevodia/actualidad/economica/205252-supersolidaria-suprimio-unas-9000-cooperativas
http://www.elnuevodia.com.co/nuevodia/actualidad/economica/205252-supersolidaria-suprimio-unas-9000-cooperativas
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Tampoco resulta extraño el incremento del número de “supuestos” sindicatos en el país desde 2010, 

cuando se crearon 89 sindicatos nuevos, a 2012, cuando la cifra fue de 485 (para el primer semestre 

de 2013 se habían creado otros 97)11. A fin de cuentas, si antes las CTA sólo tenían el nombre de 

“cooperativas”, ahora muchos de estos “nuevos sindicatos”, sólo tienen el registro que el Ministerio 

de Trabajo les asigna para inflar sus cifras de resultados. 

En cuanto a las SAS, se trata de una figura de derecho comercial, que por lo mismo, no es 

susceptible, en principio, de vigilancia por parte del Ministerio de Trabajo ni de la Superintendencia 

Solidaria, lo que dificulta de manera considerable su rastreo en materia laboral. Además, al tratarse 

de una figura comercial ultraflexible (las SAS no requieren registro notarial, no requieren tener un 

objeto social determinado, pueden tener una dirección unipersonal, facilitan la evasión fiscal, se 

pueden crear y disolver a voluntad y sin mínimos de tiempo, etc.), se prestan para servir de fachada 

a relaciones de intermediación laboral encubierta.  

Los múltiples beneficios y flexibilidades que en materia económica, fiscal, tributaria y laboral pueden 

obtenerse de la constitución de SAS son los que explican que, sólo de 2008 a 2012, se estiman que 

se crearon más de 160.000 empresas de este tipo12, de las cuales resulta imposible determinar el 

número de aquellas que operan como tercerizadoras encubiertas. La manera en que las SAS se han 

disfrazado para promover todos tipos de transformaciones en las relaciones laborales en todos los 

sectores económicos del país es fácil imaginar pero muy difícil de comprobar en términos 

cuantitativos, a través del análisis de cifras oficiales, debido al extraño hecho que no las hay. Ni al 

Ministerio de Trabajo ni la Supersociedad han publicado o entregado algún dato sobre el crecimiento 

de las SAS pos 2012 y mucho menos sobre el número de trabajadores que laboran a través de una 

SAS. 

Pasando a indagar sobre las Empresas de Servicios Temporales (EST), la única figura legalmente 

habilitada para ejercer funciones de intermediación laboral (aunque en casos muy específicos, como 

picos por producción de ventas o temporadas de cosechas, reemplazo de personal en vacaciones o 

por enfermedad, etc.), lo cierto es que no son pocos los casos en que éstas han sido objeto de 

críticas y, eventualmente, sanciones por parte del Ministerio del Trabajo, dada su actuación como 

intermediadoras laborales en situación contraria a la ley.  

En cuanto a las estadísticas, los datos suministrados por la Asociación Colombiana de Servicios 

Temporales (Acoset) hablan de que, a 2013, había en el país un total de 546.100 trabajadores13 

                                                           
11

 “Presidente de ACOSET, pide al gobierno que las SAS no hagan intermediación laboral”. En: Alternativa de Servicios 
Temporales. Disponible en: http://alternativadeservicios.com/noticia-1/. [Consultado el 13 de febrero de 2014].  
12

 Véase: “Colombia ya cuenta con 160.000 SAS creadas”, Periódico Portafolio. 5 de julio de 2012. Disponible en: 
http://www.portafolio.co/negocios/colombia-ya-cuenta-160000-sas-creadas. [Consultado 3 de febrero de 2015] 
13

 Es de resaltar la dificultad para establecer una cifra precisa al respecto pues no coincide este dato de ACOSET con la 
información remitida por el Ministerio de Trabajo en la petición de información solicitada para adelantar el presente 
informe, según la cual, a 2012 existían solo 475.046 trabajadores vinculados a EST. Se retoman las estadísticas de 
ACOSET en la medida que ofrecen información sobre  los números de contratos celebrados, información que también se 
solicitó al Ministerio pero no fue suministrada.  

http://alternativadeservicios.com/noticia-1/
http://www.portafolio.co/negocios/colombia-ya-cuenta-160000-sas-creadas
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vinculados a través de esta modalidad de intermediación (2,59% del total de ocupados14), los cuales 

celebraron, en conjunto, un total de 1.295.000 contratos o, lo que es lo mismo, cada uno de ellos 

firmó en promedio de 1,7 contratos al año.  

Ambas cifras, la del número total de trabajadores y la cifra global de contratos, manifiestan las 

problemáticas inherentes a esta forma de intermediación: de un lado, el elevado número de 

personas vinculadas laboralmente mediante esta modalidad de “flexibilización laboral” y, por el otro, 

la magra estabilidad que ofrecen las EST a las y los trabajadores contratados por estas. Porque 

formalidad laboral no es una expresión equivalente a estabilidad laboral, y el promedio de 

vinculación de 6 meses revela la delgada línea que separa al más de medio millones de empleados 

“en misión” del desempleo, y las dificultades de acceso a cierto tipo de beneficios salariales y 

económicos que tienen los vinculados con contrato a término indefinido (vacaciones, primas, crédito 

de vivienda o consumo, etc.), para no hablar de la casi nula posibilidad, en la práctica, que estos 

trabajadores puedan afiliarse a una organización sindical y adelantar un proceso de negociación 

colectiva con su patrón. No en balde, diversos estudios manifiestan que, en promedio, un trabajador 

temporal recibe 19% menos de ingresos por hora respecto a un trabajador directo con vinculación a 

término indefinido15. Todo ello, claro está, cuando sucede que la empresa de servicios temporales 

funciona como intermediaria legal, cumpliendo con sus funciones de ley en materia laboral y 

prestacional, que no es siempre el caso. El siguiente cuadro resume lo anteriormente expuesto (ver 

cuadro 1 abajo). 

Cuadro 1. Evolución de las formas de intermediación laboral, 2010-2013 (CTA, EST, CS) 

  

Cooperativas de Trabajo Asociado (CTA)16 Empresas de Servicios Temporales (EST)17 Contrato Sindical18 

2010 2011 2012 2013 2010 2011 2012 2013 2010 2011 2012 2013 

Primer 

semestre 

de 2014 

Número de 

Trabajadores 
610.526 482.168 386.138 327.533 514.190 564.580 595.590 546.100 11.300 37.064 158.878 49.164 N.D 

% total de 

ocupados 
3,18 2,39 1,87 1,55 2,68 2,79 2,89 2,59 0,06 0,18 0,77 0,23 ---- 

Número de 

empresas 
4.307 3.462 2.857 2.669 --- ---- ---- ---- 50 164 703 964 984 

 

De acuerdo a las estadísticas del DANE para el primer semestre de 2014 había en el país 1.282.000 

ocupados con contrato de intermediación laboral, de los cuales el 44,1% estaba ocupado por una 

                                                           
14

 Según el DANE, durante el año 2013 la población ocupada total en el país fue 21.048.000. DANE 
15

 Véase: “Temporales reciben 19% menos de ingresos por hora”. En: Diario La República Septiembre 18 de 2012. 
Disponible en: http://www.larepublica.co/economia/temporales-reciben-19-menos-de-ingresos-por-hora_20985. 
[Consultado el 14 de febrero de 2014].  
16

 Cifras enviadas por el Ministerio de Trabajo en solicitud de información para la elaboración del presente informe. 
Citan como fuente a Confeccop.  
17

 Cifras tomadas de ACOSET: “Datos estadísticos del sector de servicio temporal en Colombia. Año 2012”. Disponible en: 
http://acoset.org/wp-content/uploads/2013/09/ESTADISTICAS-2012-WEB.pdf.  [Consultado el 15 de febrero de 2014]. 
18

 Ministerio del trabajo (2014).”Informe de actividades 2012-2103 al honorable congreso de la república”. Pág. 132.  

http://www.larepublica.co/economia/temporales-reciben-19-menos-de-ingresos-por-hora_20985
http://acoset.org/wp-content/uploads/2013/09/ESTADISTICAS-2012-WEB.pdf
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empresa de servicios temporales, 5,0% por cooperativa de trabajo asociado y 1,7% por una empresa 

asociativa de trabajo. Por sexo se encontró que 770.000 hombres trabajaban con este tipo de 

contrato, 41,0% a través de una EST, 4,0% por una CTA y 1,4% por una empresa asociativa de 

trabajo. En el caso de las mujeres se encontraron 512.000 ocupadas por intermediación laboral, de 

las cuales 48,7% estaban por una EST, 6,4% por CTA y 2,2% por una empresa asociativa de 

trabajo. 

 

 

Propuestas para erradicar la intermediación laboral ilegal 

Para superar esta problemática se hace necesario por parte del gobierno nacional la prohibición 

absoluta e inmediata de la intermediación laboral a través de CTA, SAS y contratos sindicales  (que 

realizan intermediación laboral ilegal) y el establecimiento de garantías para la vinculación directa de 

los trabajadores; la implementación de un régimen para prevenir el uso indebido de las empresas 

servicios temporales; la promoción del trabajo decente en la contratación pública; la promoción de 

pactos sectoriales por el trabajo decente, específicamente en sectores claves como la minería, la 

construcción, el sector floricultor, el portuario, el transporte público y la agroindustria, y generar 

mejores condiciones para el ejercicio de la libertad sindical.  

2. La formalización laboral: un juego discursivo con pocos efectos reales 

 

De otro lado, la política de promover Acuerdos de Formalización, con la cual se condonan multas por 

acuerdos, ha sido hasta ahora ineficaz y poco expansiva. Durante 2012 y 2013 los inspectores del 

trabajo y las Direcciónes Territoriales del Ministerio, promovieron la firma de 36 Acuerdos de 

Formalización, con una cobertura de 12.030 trabajadores, o sea, dan cobertura a un poco más del 

0,05% de todos los ocupados del país, una incidencia que esta lejos de ser notable o llamativa en 

términos de su impacto positivo en derechos laborales. Si adelantamos y miramos el trabajo hecho, 

en este tema, del Ministerio de Trabajo, en tiempos más recientes vemos que los pasos siguen 

siendo demasiados cautelosos, sin dejar huella propia por el camino. Todos los acuerdos se han 

hecho entre funcionarios del Ministerio con empleadores sin participación alguna de las y los 

trabajadores y las organizaciones sindicales e incluso, a la espalda de ellos. El Ministerio del Trabajo 

no ha publicado un listado de los trabajadores “beneficiarios” de estos acuerdos y tampoco ha 

señalado la manera en que sus empleos se han formalizado. Incluso, de acuerdo al ex Ministro 

Pardo, la “formalización” tan sólo significa un contrato laboral, sin importar el tiempo de duración de 

dicho contrato ni el hecho que el contrato que vincula a los trabajadores sea con la empresa 

tercerizadora y no las empresas principales, beneficiarias de la obra. Esta afirmación además resulta 

marcadamente desafortunada ya que la norma que rige los efectos de los acuerdos de formalización 

no contempla que se haga uso de cualquier tipo de contrato laboral, si no que expresamente ordena 

la celebración de contratación a término indefinido . 
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En el reciente Informe del Ministerio de Trabajo al Honorable Congreso (julio 2014), se contempla 

que durante el año de julio de 2013 hasta junio de 2014 se suscribieron 45 Acuerdos de 

Formalización, los cuales beneficiaron, un total de 14.602 trabajadores. Desafortunadamente, el 

Ministerio no intenta aclarar (y desagregar) el número de Acuerdos suscritos por año, para así no 

caer en la trampa de sobrevalorar el alcance de este mecanismo, de zanahoria, que quedó 

establecido por ley.  

 

De acuerdo al ministerio, estos Acuerdos implican cuatro compromisos: 1. Que la empresa en 

cuestión no vuelva a incurrir en conductas prohibidas por la ley 1429 de 2010 y los decretos 

reglamentarios; 2. Que ésta no vincule trabajadores a través de las CTA y las Pre CTA para 

desempeñar actividades misionales y permanentes; 3. Constituir pólizas y/o garantías eficaces para 

el cumplimiento de las obligaciones salariales, prestaciones e indemnizatorias a favor de los 

trabajadores; y 4. Verificar el cumplimiento de los Acuerdos. Estos puntos parecen ser razonables 

pero como toda regulación, sí no los exigen en la práctica es poco creíble que los empresarios que 

han hecho caso omiso de las leyes laborales en el pasado, se fijarán una ruta de cumplimiento 

estricta sí la presencia y monitoreo del Ministerio no se hacen. Un ejemplo de la poca armonía entre 

lo estipulado en el decreto sobre los Acuerdos de Formalización y lo hecho en la práctica por los 

funcionarios del Ministerio se visualiza en el caso específico de Avianca, empresa dominante de la 

industria aeronáutica en Colombia. 

 

Avianca: A pesar de que ésta empresa ha visto aumentos sustanciales en el número de pasajeros 

transportados  y en sus utilidades netas en años recientes, se sigue violando normas laborales sin 

incurrir en castigos serios y efectivos por parte del Ministerio de Trabajo. Como manera de evadir la 

aplicación efectiva de las leyes laborales para esta empresa icónica del país, el MinTrabajo suscribió 

en 2012 un Acuerdo de Formalización con Avianca, el cual fue aprobado en 2013 . En dicho Acuerdo 

se presenten como beneficiarios 1184 trabajadores de los 3473 trabajadores que laboraban a través 

de varias CTA (Servicoopava, Clave Integral, Coodesco, Gestionar).  

 

A través de estas cooperativas más de tres mil trabajadores laboran en clara violación del artículo 7 

de la Ley 1233 de 2008, la cual prohíbe expresamente la intermediación laboral y el envío de 

trabajadores en misión o como mano de obra temporal. En otras palabras, la actuación del Ministerio 

de Trabajo, evidencia la forma tan arbitraria en que intenta cumplir con su papel de regulador de las 

relaciones laborales en el país. Este Acuerdo de formalización, negociada y adscrita sin participación 

alguna de los sindicatos de Avianca,  ni con las y los trabajadores directamente afectados por las 

violaciones laborales de la empresa principal y beneficiaria de su trabajo, tan solo cubre el 34,09% 

de los trabajadores contratados de manera ilegal y los restantes 2289 son dejados a seguir 

trabajando a través de las CTA. Al mismo tiempo, la sanción del Ministerio de Trabajo a Avianca de 

$1.133 millones de pesos se suspenderá por el termino de cinco años, mientras se verifica el 

supuesto cumplimiento del Acuerdo, algo que efectivamente dejaría incobrables las sanciones, 

debido que el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo fijan la 
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caducidad de las facultades sancionatorios en tres años, y la prescripción de las sanciones en cinco 

años a partir de su ejecutoria.  

 

El resultado práctico de ese Acuerdo, por ende, es que ésta empresa, de gran talla comercial, logra 

negociar la aplicabilidad de la ley a su antojo: “formalizando” menos del 40% de todo su personal 

“tercerizado ilegalmente,” a cambio de no tener que pagar la sanción formulada y en vez de ese 

castigo, se obtiene amplia cobertura mediática positiva  por haberse acudido a una política de 

formalización, sin especificar sus trabas y exclusiones. 

 

Lo anterior, sin perjuicio de poder afirmar sin lugar a dudas que los términos del Acuerdo de 

Formalizacion validado y aprobado por el Mintrabajo constituyen una clara violación a lo exigido por 

el Decreto 2025 de 2011, articulo 10, que expresamente ordena: “(…) Artículo  10. Sin perjuicio del 

contrato de trabajo realidad que se configure entre el verdadero empleador y el trabajador, como lo 

establece el artículo 53 de la Constitución Política, a los terceros contratantes que contraten 

procesos o actividades misionales permanentes prohibidas por la ley, cuando voluntariamente 

formalicen mediante un contrato escrito una relación laboral a término indefinido, se les reducirá la 

sanción en un veinte por ciento (20%) de su valor por cada año que dicha relación se mantenga, con 

un cien por ciento (100%) de condonación de la misma luego del quinto año. (Negrilla fuera de 

texto). El acuerdo de AVIANCA se hizo usando entre otros, contratos por termino fijo de 3 y 4 meses, 

renovables, lo cual de entrada ha debido invalidarlo y en consecuencia debió ser rechazado por el 

Mintrabajo. 

 

En otras palabras, en plena desobediencia a las solicitudes del PE, el Gobierno Colombiano 

promueve una contratación laboral pero NO promueve el incremento de los contratos laborales 

directos y a término indefinido. Así, la informalidad laboral, medida por la falta de afiliación a los 

regímenes de seguridad social básica (salud y pensiones) no demuestra señales de disminuir: para 

2012 se mantuvo en una tasa de 68% de toda la población trabajadora ocupada a nivel nacional.  

 

3. En el tema de la violencia antisindical, la impunidad y la 

protección de sindicalistas 
 

La violencia antisindical no es un tema del pasado, ni es un tema superado. Mientras que las 

acciones violentas en contra de las y los activistas y dirigentes sindicales continúan, el Gobierno 

Colombiano y la institucionalidad del país siguen sin intentar comprender, de manera teórica y 

conceptual, el fenómeno, una omisión que conlleva a una debilidad en sus esfuerzos, poco 

coherentes hasta ahora, por reducir y erradicar esta violencia, y desde luego, criminalizar las 

acciones para superar la histórica impunidad, además de acordar un sistema de protección a 

sindicalistas amenazados, que logre garantizar su libertad e integridad física.  
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Un panorama de la situación reciente muestra que si bien en los últimos cinco años la dinámica de la 

violencia contra sindicalistas advierte una tendencia descendente, podría decirse que se trata de una 

violencia más reducida y más focalizada. Sigue siendo muy grave que en cuatro años en los cuales 

se han iniciado esfuerzos en la materia, aún sean 163  los sindicalistas a quienes les quitaron su 

vida y 83 quienes sufrieron atentados contra sus vidas. El 55,9% de estas víctimas, es decir, 108, se 

desempeñaron y/o continúan ejerciendo la dirigencia sindical, lo cual evidencia que persiste la 

selectividad en este tipo de violencia. Además, se advierte una reactivación de la violencia letal 

contra el movimiento sindical. En el año 2013 se presentaron 36 homicidios y 18 atentados contra la 

vida de trabajadores sindicalizados. Es decir, 12 casos más de homicidios y 10 casos más de 

intentos de homicidio, que los ocurridos en el año 2012 (ver el cuadro 3 abajo).  

 

Cuadro 3. Violaciones a la vida, libertad e integridad, cometidas contra sindicalistas en Colombia, entre el 1 

de enero de 2010 y el 12 de noviembre de 2014 

Año 2010 2011 2012 2013 2014 

Tipo de violación N° Casos N° Casos N° Casos N° Casos N° Casos 

Amenazas 408 543 449 308 181 

Desplazamiento forzado 46 51 90 2 1 

Hostigamiento 19 61 50 59 63 

Homicidios 53 30 24 36 20 

Detención arbitraria 4 16 20 24 12 

Atentado con o sin lesiones 22 13 8 18 22 

Desaparición forzada 10 3 5 1   

Secuestro 6 3 -  2  

Allanamiento ilegal 3 1 3 2 2 

Tortura 3 2 2 -   

Total general 574 723 651 452 301 

Fuente: Sistema de Información en Derechos Humanos, SINDERH, ENS. 

 

Una muestra de la poca seriedad del Gobierno Colombiano en enfrentar a la violencia antisindical y 

perseguir sus promotores y los autores, de manera sistemática y estructurada, es el hecho que aún 

no se ha adoptado, como política, las recomendaciones realizadas por el PNUD en su informe, 

“Reconstruir el pasado, construir el futuro”19. Entre las propuestas que comprometen a distintos 

actores en la superación del problema, se encuentran la erradicación de los hechos de violencia, 

conocer la verdad, castigar a los responsables, reparar a las víctimas individual y colectivamente, 

prevenir la eventualidad de riesgo garantizando la no repetición y proteger a los que todavía se 

hallen en riesgo.  Además, es de importancia primordial, lograr las condiciones para que el derecho 

de asociación se ejerza sin restricciones.20 

                                                           
19

 PNUD (coor) (2011). “Reconocer el pasado, construir el futuro. Informe sobre violencia contra sindicalistas y 
trabajadores sindicalizados, 1984-2011”  Disponible en: http://www.pnud.org.co/2012/informe_sindicalismo.pdf  
20

 Ibíd.   

http://www.pnud.org.co/2012/informe_sindicalismo.pdf
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A manera de conclusión, cabe mencionar que si bien existe un marco institucional amplio, que 

recoge las principales inquietudes y demandas históricas del sindicalismo, se identifican graves 

falencias en la aplicación de estas políticas por parte del Estado. Máxime cuando la violencia aún no 

es un tema del pasado y en el último año ya son 301 las violaciones que se han presentado contra 

sindicalistas, 20 de las cuales han sido asesinatos. 

 

4. La protección a sindicalistas 
 

Sí la violencia contra el movimiento sindical y sus dirigentes y activistas sigue siendo una 

característica en Colombia, la necesidad de un sistema estructural, eficaz e integral de protección a 

sindicalistas bajo riesgo es tan importante hoy como hace 20 años, cuando se promovieron las 

primeras leyes frente al tema y se daban los primeros pasos para proteger a las personas que se 

encontraban en situación de riesgo21.  

 

A pesar de los muchos años que el Estado ha tenido para mejorar y perfeccionar el sistema de 

protección que creó para sindicalistas amenazados, sigue existiendo muchas falencias y limitaciones 

del mismo. Partiendo de la jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional22, la protección a 

sindicalistas procede de una manera individual, bajo una noción del riesgo que ignora el contexto y 

exige la manifestación de una condición de riesgo, así como su permanencia. Bajo esta lógica, las 

medidas que se asignan son de carácter individual, bajo un enfoque reactivo y no preventivo. 

Dicha noción sobre la protección es restrictiva y suscita algunos debates; i) la protección no debe ser 

individual; su población objetivo deben ser las organizaciones sindicales y sus miembros. Así mismo, 

debe responder a la naturaleza de la violencia cuya dimensión es eminentemente colectiva; ii) la 

valoración del riesgo debe incluir el análisis de contexto, en los ámbitos social, político, económico y 

sindical; iii) aunque la amenaza como requisito formalmente desapareció, aún continua el supuesto 

de que algunas formas de violencia están precedidas de una amenaza, dejando por fuera 

sindicalistas y organizaciones que requieren protección; iv) El programa de protección tiene un 

enfoque reactivo y no preventivo, por lo cual no logra garantizar el desarrollo de las actividades 

sindicales y sociales llevadas a cabo por los sindicatos. 

La principal consecuencia de que aún prevalezcan estos supuestos sobre la protección, se reflejan 

en un programa que no logra responder a las necesidades del conjunto de sindicalistas y 

organizaciones sindicales que enfrentan situaciones de riesgo. 

                                                           
21

 La ley 6 de 1995, en su artículo 6, creó un sistema de protección a los derechos humanos a cargo del Ministerio del 
Interior y la ley 418 de 1997, en artículo 81, ordenó la creación de un programa de protección a personas en situación de 
amenaza. 
22

 Véanse Sentencias T-719 de 2003 y la Sentencia T-750 de 2011. 
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Adicionalmente, con relación a los compromisos asumidos por el Gobierno Colombiano en el marco 

del Plan de Acción Laboral (PAL), cinco medidas estuvieron focalizadas en garantizar la protección a 

sindicalistas: i) resolución que amplía la cobertura; ii) financiación para la implementación; iii) plan de 

emergencia para casos represados; iv) modificación del Comité de Reglamentación y Evaluación de 

Riesgos (CRER) y fortalecimiento del programa de protección; y v) fortalecimiento del programa de 

protección a maestros.  

 

Cuadro 4. Variación de los indicadores entre 2010 y 201423 

(Presupuesto, evaluaciones de riesgo, cobertura, medidas asignadas, cifras violencia contra sindicalistas) 

 

Indicadores Años 

2010 2011 2012 2013 2014 (agosto) 

Presupuesto No disponible No disponible $51.929.740.084 61.668.384.874 $42.981.985.326 

Evaluaciones 

de nivel de 

riesgo: 

No disponible No disponible 973 (468 

ordinarios, 288 

extraordinario, 

217 

devoluciones) 

667 (346 

ordinarios, 249 

extraordinario, 1 

extremo, 71 

devoluciones) 

181 (85 ordinarios, 84 

extraordinario, 12 

devoluciones) 

Cobertura No disponible No disponible 619 protegidos 619 protegidos 677 protegidos 

Medidas 

asignadas 

No disponible No disponible No disponible No disponible 607 hombres de 

protección, 60 

vehículos blindados, 

187 vehículos 

corrientes, 163 

chalecos y 312 

medios de 

comunicación 

Cifras de 

violencia 

contra 

sindicalistas  

53 asesinatos, 

10 

desapariciones 

forzadas, 6 

secuestros y 

22 atentados 

con o sin 

lesiones 

30 asesinatos, 3 

desapariciones 

forzadas, 3 

secuestros y 13 

atentados con o 

sin lesiones 

24 asesinatos, 5 

desapariciones 

forzadas, y 8 

atentados con o 

sin lesiones 

36 asesinatos, 1 

desaparición 

forzada, 2 

secuestros y 18 

atentados con o 

sin lesiones 

20 asesinatos y 22 

atentados con o sin 

lesiones 

Fuentes: Respuesta de la UNP a la petición hecha por la ENS para elaborar el informe de la OCDE, octubre 31 de 2014 

y Sistema de Información de Derechos Humanos, Sinderh, Escuela Nacional Sindical. 

 

Aunque existe un amplio marco normativo, en los ámbitos nacional e internacional, que establece 

principios y mandatos que deberían regular cualquier medida implementada para solucionar las 

                                                           
23 De acuerdo a la respuesta de la UNP a la petición hecha por la ENS para elaborar el informe de la OCDE, recibida el 31 

de octubre de 2014, no es posible suministrar información para los años 2010 y 2011 ya que la UNP fue creada en 2011, 
y desde el año 2012 se empezó a recopilar y alimentar las bases de datos  de la misma. Además, la información 
correspondiente al año 2014 tiene como fecha de corte el 30 de septiembre. 
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necesidades de protección de sindicalistas y sindicatos, el principal reto con relación a la protección 

no son los estándares sino la gran brecha que existe entre éstos y su concreción en la realidad. 

Aunque se han incluido los activistas sindicales y personas con la intención real y manifiesta de 

formar o afiliarse a un sindicato como población objeto del programa24, existen casos de sindicalistas 

que requieren ingresar al programa y continúan siendo desprotegidos, y lo más preocupante es que 

aún no se avizoran avances en materia de protección colectiva. 

 

En cuanto a la financiación para la implementación del programa de protección, aunque se tiene 

información parcial sobre la asignación de recursos, llama la atención los anuncios recientes sobre el 

déficit que está afectando actualmente a la Unidad Nacional de Protección (UNP)25. Además, se 

desconoce la existencia de información pública relacionada con la asignación, ejecución y 

evaluación presupuestal.    

 

Aunque hay avances que constituyen un esfuerzo importante, su carácter parcial y operativo no se 

ven reflejados en la  prevención, la protección y la garantía para el libre ejercicio de la actividad 

sindical. Los trámites para la evaluación del riesgo y la implementación de las medidas, en 

ocasiones, superan incluso los términos establecidos. Aunque la existencia de una amenaza para 

ingresar al programa desapareció como requisito formal, en ocasiones sigue siendo un obstáculo. 

Por otro lado,  no se consideran otros contextos de riesgo propios de la actividad sindical y no se 

estima la inclusión de una metodología del sistema de alertas tempranas26, llevando a que en 

algunos casos, las medidas asignadas no garanticen la vida de los sindicalistas y la continuidad de 

su actividad sindical y social. Dirigentes sindicales anotan que bajo este marco de análisis, un 

número significativo de casos han arrojado un nivel de riesgo ordinario, conllevando a la no 

asignación y/o el retiro de medidas de protección27. 

 

A estos problemas en el funcionamiento del programa de protección, se suman la falta de capacidad 

operativa, la tercerización laboral que precariza las condiciones laborales de los trabajadores que se 

desempeñan como escoltas, y la corrupción  en los procesos de contratación. Esta última situación 

alcanzó recientemente un revuelo mediático, tras conocerse una grave denuncia, sobre una red de 

corrupción conformada por funcionarios de la UNP y encabezada por su Secretario General Julián 

Marulanda Calero. Aunque inicialmente se hablaba de un fraude de seiscientos millones de pesos, 

                                                           
24

 Véanse Resolución 716 del 6 de abril de 2011 sobre el alcance de la condición de dirigente y activista sindical. 
Gallón, Gustavo, Controlar menos y proteger más a los sindicalistas (columna), En: El Espectador. Agosto 21 de 2013. 
Disponible en: http://www.elespectador.com/opinion/controlar-menos-y-proteger-mas-los-sindicalistas-columna-
441631 [Consultada febrero 12 de 2014] 
25

 “Unidad de protección vinculará directamente a 3.000 escoltas”, en El Tiempo, Bogotá, septiembre 15 de 2014. 
Disponible en: http://www.eltiempo.com/politica/justicia/unidad-nacional-de-proteccion-cambios-en-sistema-de-
contratacion/14539555 [Consulta septiembre 16 de 2014] 
26

 Universidad Externado de Colombia (2010). “Evaluación de las políticas de prevención y protección a líderes sindicales 
y trabajadores sindicalizados del Estado colombiano”. Bogotá: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD).  
27

 Entrevistas a dirigentes sindicales de la CGT y la CTC, Bogotá, Febrero 5 de 2014. 

http://www.elespectador.com/opinion/controlar-menos-y-proteger-mas-los-sindicalistas-columna-441631
http://www.elespectador.com/opinion/controlar-menos-y-proteger-mas-los-sindicalistas-columna-441631
http://www.eltiempo.com/politica/justicia/unidad-nacional-de-proteccion-cambios-en-sistema-de-contratacion/14539555
http://www.eltiempo.com/politica/justicia/unidad-nacional-de-proteccion-cambios-en-sistema-de-contratacion/14539555
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dos semanas después el monto alcanzaba los dos mil millones de pesos28. Pese a que las centrales 

sindicales venían llamado la atención  sobre las irregularidades en la prestación del servicio a través 

de contratistas y a la existencia de recomendaciones que lo prohíben29, este hecho prendió las 

alarmas y llevó a que la UNP propusiera como medidas para evitar la corrupción, la  terminación de 

la contratación de esquemas de seguridad con privados, y la vinculación laboral directa de 3.000 

escoltas30. Sin embargo, como un presunto efecto de la corrupción sobre la crisis presupuestal, 

recientemente se conoció un anuncio sobre la cancelación de 1.800 esquemas de seguridad por 

falta de recursos31.   

 

Casos que ilustran la arbitrariedad e ineficacia del programa de protección a sindicalistas 

 

Sintracarbón: Desde  julio de 2012 dos dirigentes del Sindicato Nacional de Trabajadores de la 

Industria del Carbón, Sintracarbón, recibieron amenazas extendidas contra sus familias, mientras 

promovían la negociación colectiva e integraban la comisión negociadora ante la empresa Carbones 

del Cerrejón Limited. En enero de 2013 se solicitaron medidas de protección para ambos dirigentes, 

sin obtener respuestas adecuadas (como por ejemplo la asignación de un chaleco que no 

correspondía a la talla requerida y por tanto lo hace inútil) ni coherentes, de manera que protegieran 

efectivamente el derecho de negociar libremente; es decir, el sindicato negoció en medio de un 

ambiente amenazante. En medio de estas circunstancias, los dirigentes se vieron obligados a acudir 

a las directivas de la empresa para solicitar protección. 

 

CTC: Un escolta del presidente de la CTC directiva nacional es acosado laboralmente, la empresa 

contratista le exige su renuncia argumentando que el protegido solicita su retiro. Mientras tanto, al 

dirigente sindical lo presionan para que acepte un nuevo escolta a quién él no conoce, y no le tiene 

confianza.  

 

Propuestas para mejorar la aplicación y cumplimiento de la ley. 

Es necesario insistir en la creación de una política pública de protección para los sindicalistas y las 

organizaciones sindicales basada en un enfoque de libertad sindical, un enfoque de derechos y un 

                                                           
28

 Véanse: “Red de corrupción en la Unidad de Protección” en El Espectador, Bogotá, Agosto 26 de 2014. Disponible en: 
http://www.elespectador.com/noticias/judicial/red-de-corrupcion-unidad-de-proteccion-articulo-513028 [Consulta 
Agosto 27 de 2014]; “Firma venía incumpliéndole a Unidad de Protección pero  no fue multada”, en El Tiempo, Bogotá, 
Septiembre 8 de 2014. Disponible en: http://www.eltiempo.com/politica/justicia/irregularidades-en-contrato-de-la-
unidad-de-proteccion/14499655  [Consulta septiembre 8 de 2014] 
29

 Consejo de Derechos Humanos, “Informe de la relatora especial sobre la situación de los defensores de derechos 
humanos” Margaret Sekaggya, Misión a Colombia (7-18 de septiembre de 2009),A/HRC/13/22/Add.3, 4 de marzo de 
2010,  párr. 156  
30

 “Unidad de protección vinculará directamente a 3.000 escoltas”, en El Tiempo, Bogotá, septiembre 15 de 2014. En: 

http://www.eltiempo.com/politica/justicia/unidad-nacional-de-proteccion-cambios-en-sistema-de-

contratacion/14539555 [Consulta septiembre 16 de 2014] 
31

 “Cancelan 1800 esquemas de seguridad por falta de recursos” en el Espectador, Bogotá, noviembre 6 de 2014. En: 
http://www.elespectador.com/noticias/judicial/cancelan-1800-esquemas-de-seguridad-falta-de-recursos-articulo-
526208  [Consultado noviembre 10 de 2014].  

http://www.elespectador.com/noticias/judicial/red-de-corrupcion-unidad-de-proteccion-articulo-513028
http://www.eltiempo.com/politica/justicia/irregularidades-en-contrato-de-la-unidad-de-proteccion/14499655
http://www.eltiempo.com/politica/justicia/irregularidades-en-contrato-de-la-unidad-de-proteccion/14499655
http://www.eltiempo.com/politica/justicia/unidad-nacional-de-proteccion-cambios-en-sistema-de-contratacion/14539555
http://www.eltiempo.com/politica/justicia/unidad-nacional-de-proteccion-cambios-en-sistema-de-contratacion/14539555
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enfoque diferencial, con énfasis en la protección a mujeres sindicalistas. Además, dos principios 

fundamentales que se deben articular a la protección son la prevención y las garantías. 

 

Es necesario reestructurar el programa de protección en sus distintas fases de formulación, 

efectividad y seguimiento, lo cual debería hacerse en diálogo permanente con el sindicalismo. Así 

mismo, es ineludible mejorar la protección individual y avanzar en la protección colectiva.  

 

 

5. Seguimiento investigaciones contra el DAS por su actuación en 

contra de los sindicalistas 
 

Uno de los peores episodios en la oscura historia de la violencia antisindical en Colombia ha sido el 

papel que jugó el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) en el seguimiento, persecución y 

asesinato de varios dirigentes sindicales del país en los periodos presidenciales de Álvaro Uribe 

Vélez, especialmente, entre los años 2002 y 2006. El hallazgo de varias memorias usb y dos 

portátiles, de supuesta propiedad del líder paramilitar, alias “Jorge 40”, resultó en el descubrimiento 

de una lista con 106 nombres de defensores de derechos humanos y líderes cívicos de la Costa 

Caribe del país32, entre ellos 22 sindicalistas y un asesor del movimiento sindical. Muchas de las 

personas encontradas en esta lista habían sido amenazadas y otros asesinados y al indagar, se 

dieron cuenta que la información provenía directamente del DAS. 

 

Esta inteligencia ilegal, según procesos adelantados contra funcionarios del DAS, tenía varios 

objetivos: “neutralizar o restringir la actividad de las organizaciones opositoras del gobierno; 

desprestigiar a las personas y organizaciones declaradas como objetivos de las actividades de 

inteligencia; controlar y monitorear las actividades de personas y organizaciones consideradas 

criticas del gobierno; sabotear las actividades de las organizaciones, e incluso, hacer seguimiento a 

los temas que las organizaciones sindicales denunciaban en otros países. Así por ejemplo, existió 

una orden de hacer una reunión entre el grupo G333 con funcionarios de la embajada de EEUU para 

tratar el tema de Coca Cola y Sinaltrainal”34. 

Para llevar a cabo esos objetivos acudieron a actividades ilegales tales como: “Homicidios, informes 

de inteligencia detallados contra sindicalistas, que luego fueron asesinados; monitoreo al trabajo 

sindical en relación a los TLC (eventos, comunicados, giras internacionales, visitas a los EEUU); 

                                                           
32

 Se considera que el 70% de los sindicalistas asesinados en los últimos 25 años en el mundo, han sido asesinados en 
Colombia. De todos estos, aproximadamente el 20% han sido asesinados en la Costa Caribe. Datos tomados del libro 
“Sindicalismo Asesinado” (2013). León Valencia y Juan Carlos Celis Ospina.  
33

 Grupo Ilegal creado dentro del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, con el fin de hacer inteligencia entro 
otros, a organizaciones sindicales.  
34

 Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (2014). “Persecución Del DAS y Movimiento Sindical: La Impunidad Sigue 
Siendo La Reina”. Documento de trabajo, sin publicar. Pág. 2.  
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intervención de comunicaciones (teléfonos, fax, correos electrónicos); amenazas; torturas 

psicológicas; sabotajes; vigilancias y seguimientos; robo en las sedes sindicales, especialmente de 

computadores e información electrónica; vigilancias a las misiones internacionales que visitaron 

Colombia en solidaridad con el movimiento sindical; infiltración a los eventos, conferencias, 

reuniones de organizaciones sindicales y movilizaciones sociales, etc”35.  

Al respecto, en informe36 elaborado por la Comisión de Juristas para una confederación sindical, se 

analiza el respeto a los derechos y libertades sindicales y su relación con los organismos estatales 

encargados de la protección, llegando a varias consideraciones: existió una estrecho vínculo entre 

Álvaro Uribe Vélez y altos directivos del DAS; los funcionarios del DAS con labores de coordinación, 

diseño y aplicación de los esquemas de protección a líderes sindicales y sindicalistas mantenían una 

calidad de agentes de inteligencia permanentes; hubo una infiltración paramilitar en el DAS que 

generó persecuciones y asesinatos de dirigentes por parte de este grupo armado; las graves 

violaciones a los derechos humanos contra el movimiento sindical colombiano se propician por la 

infiltración paramilitar en diferentes estructuras del Estado, en donde hubo complicidad y 

colaboración.  

Esta política criminal del Estado de aterrorizar y ayudar en el asesinato de al menos siete dirigentes 

sindicales37, generó indignación a nivel internacional y finalmente, en septiembre de 2011 resultó en 

la sentencia a Jorge Noguera Cotes, ex Director del DAS, nombrado por el Presidente Uribe, a 25 

años de cárcel por ser responsable por los delitos de concierto para delinquir agravado, el homicidio 

del profesor Alfredo Correa De Andreis, la destrucción, supresión u ocultamiento de documento 

público y la revelación de asunto sometido a secreto38. Otras investigaciones en contra a Noguera 

fueron prescritas39, en octubre de 2013, luego de pasar el tiempo legal permitido para una acción 

penal. No obstante, ese sujeto sigue siendo investigado por las “chuzadas”: por los presuntos delitos 

de concierto para delinquir, violación de comunicaciones y abuso de autoridad por acto arbitrario e 

injusto40. 

 

Estos son los mismos cargos que imputan a otros funcionarios del DAS más recientemente; en 

septiembre de 2014 se dan nuevas condenas en el caso de las “chuzadas”, siendo condenados el 

director de Inteligencia entre 2003-2004 (Giancarlo Auque de Silvestri), el coordinador del Grupo de 

                                                           
35

 Ibíd. Pág. 3.  
36

 Informe elaborado por la Comisión Colombiana de Juristas para la Confederación Internacional de Organizaciones 
Sindicales Libres (CIOSL). “La integridad de los sindicalistas en Colombia: Respeto a los derechos y libertades sindicales y 
depuración de los organismos encargados de la protección. Disponible en: http://www.ituc-
csi.org/IMG/pdf/doc_DAS_final.pdf [Consultada el 7 de febrero de 2015].  
37

 Alfredo Correa De Andreis, Zully Codina Pérez, Fernando Pisciotti Vanstrhalen, Cesar Augusto Fonseca Morales, José 
Rafael Fonseca Cassiani, José Ramón Fonseca Cassiani, Andreis y Edward Ochoa Martínez. Ibid. Pág 10.  
38

 Véase: “Jorge Noguera, condenado a 25 años de cárcel”. Justicia. Semana, 14 de septiembre de 2011. Disponible en: 
http://www.semana.com/nacion/articulo/jorge-noguera-condenado-25-anos-carcel/246385-3.  
39

 Por los delitos de violación ilícita de comunicaciones y utilización ilícita de equipos receptores y transmisores. 
40

 Véase: “Precluyen dos investigaciones contra exdirector del DAS”. El País. 8 de octubre de 2013. Disponible en: 
http://www.elpais.com.co/elpais/colombia/noticias/precluyen-dos-investigaciones-contra-exdirector-das.  

http://www.ituc-csi.org/IMG/pdf/doc_DAS_final.pdf
http://www.ituc-csi.org/IMG/pdf/doc_DAS_final.pdf
http://www.semana.com/nacion/articulo/jorge-noguera-condenado-25-anos-carcel/246385-3
http://www.elpais.com.co/elpais/colombia/noticias/precluyen-dos-investigaciones-contra-exdirector-das
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Verificaciones y Difusión – Gruve- (Mario Orlando Ortíz Mena)  el subdirector de Contrainteligencia 

entre septiembre y diciembre de 2004, y el jefe de oficiales de la Subdireccion de Fuentes Humanas 

(Ignacio Moreno Tamayo) con penas entre los 7 y 10 años de presión41. 

  

Lo cierto es que la brecha de impunidad frente al asesinato de sindicalistas en el país continúa 

siendo escandalosa a pesar de las medidas adelantadas por el gobierno. La creación de la 

Subunidad de Investigación de los Delitos que atentan contra los Sindicalistas, dentro de la Unidad 

de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Fiscalía General de la Nación42 

como fruto del Acuerdo Tripartito por la Libertad de Asociación y la Democracia  (2006) y la creación 

de la jurisdicción especial llamada Circuito Penal Especializado de Descongestión (2008) para fallar 

los casos de violencia contra sindicalistas del país resultan insuficientes. Si bien se encuentran 

avances en términos cuantitativos como fruto de la creación de estas dependencias, como 

producción de sentencias y personas condenadas, los aspectos cualitativos de las sentencias están 

en cuestión pues no profundizan en los actores intelectuales y otros cómplices que esclarecerían la 

verdad y propiciarían la justicia y la reparación43.  

 

Las orientaciones en las investigaciones y sus metodologías, que desconocen estos hechos como 

sistémicos, continuos y programados, han sido obstáculo para develar la verdad  sobre los autores, 

implicados y móviles reales en este proceso de exterminio del sindicalismo. Igualmente, la demora 

en el trámite de las investigaciones hace que la “justicia” llegue muy tarde y se imposibilite la toma 

de medidas preventivas alrededor de los casos.  

 

Es el caso de Luciano Romero44, miembro activo del Sindicato Nacional de Trabajadores del 

Sistema Agroalimentario, Sinaltrainal y Secretario de Derechos Humanos de la Central Unitaria de 

Trabajadores (CUT), quien fue asesinado en Valledupar en 2005 pero solo nueve años después 

fueron esclarecidos e inculpados los hechos45. En mayo del 2014 el Juzgado 56 Penal de Bogotá, 

                                                           
41

 Véase: “Nuevas condenas en el caso de las “chuzadas”” Fiscalia general de la Nación. 22 de septiembre de 2014. 
Bogotá. Disponible en: http://www.fiscalia.gov.co/colombia/noticias/nuevas-condenas-en-el-caso-de-las-chuzadas/  
42

 Conformada por 19 fiscales especializados, 19 asistentes y 13 abogados de apoyo; así mismo, se gestionó la 
designación de 43 investigadores de la Dijin y 53 del CTI  para un total de 147 personas. Tomado de: 

  http://historico.derechoshumanos.gov.co/Sindicalismo/Paginas/fortalecimiento-institucional.aspx
43

 Al respecto, informe del PNUD plantea como de un promedio de 10 sentencias por año relativas a violencia contra 
sindicalistas en el 2006, se pasa 81 en 2009, avance cuantitativo significante pero insuficiente. Frente a lo cualitativo, 
que examina por ejemplo, los esfuerzos que hacen los jueces y qué logros obtienen para ir más allá del llamado autor 
material y de los jefes operativos de las estructuras armadas, los resultados son bastante precarios: solo 9,9% de las 174 
sentenc ias que relacionan la estructura armada logran alguna información sobre los determinadores intelectuales de los 
hechos en calidad de instigadores y cómplices. Y aún en ese 9,9% que ha obtenido información sobre ellos, no quiere 
decir que se les juzgue y condenen. Tomado de: PNUD (2011). “Reconocer el pasado Construir el futuro.  Informe sobre 
violencia contra sindicalistas y trabajadores sindicalizados 1984 – 2011”. Disponible en: 
http://www.pnud.org.co/2012/informe_sindicalismo_resumen_ejecutivo.pdf   
44

 Véase: “Declaran crimen de lesa humanidad asesinato de sindicalista en Valledupar” En: Verdad abierta. 04 Mayo 
2014. Disponible en: http://www.verdadabierta.com/victimas-seccion/asesinatos-colectivos/5321-declaran-crimen-de-
lesa-humanidad-asesinato-de-sindicalista-en-valledupar 
45

 En Valledupar, entre los años 2001 y 2002, fueron asesinados de manera selectiva por facciones paramilitares de las 
Autodefensas Unidas de Colombia (Auc) cerca de 12 dirigentes sindicales y amenazaron a otro grupo, entre esos a 
Luciano Romero. Solo se ha resuelto éste último.  

http://www.fiscalia.gov.co/colombia/noticias/nuevas-condenas-en-el-caso-de-las-chuzadas/
http://historico.derechoshumanos.gov.co/Sindicalismo/Paginas/fortalecimiento-institucional.aspx
http://www.pnud.org.co/2012/informe_sindicalismo_resumen_ejecutivo.pdf
http://www.verdadabierta.com/victimas-seccion/asesinatos-colectivos/5321-declaran-crimen-de-lesa-humanidad-asesinato-de-sindicalista-en-valledupar
http://www.verdadabierta.com/victimas-seccion/asesinatos-colectivos/5321-declaran-crimen-de-lesa-humanidad-asesinato-de-sindicalista-en-valledupar
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determinó que el asesinato de este líder sindical, señalado por los paramilitares del Frente „Mártires 

del Cesar‟ como miembro del ELN, contó igualmente con la complicidad del DAS. Es este, uno de 

los pocos crímenes de sindicalistas que se esclarecen en la región, a pesar de la Ley 975, llamada 

de Justicia y Paz, las confesiones de estos grupos armados sobre sus crímenes son parciales y 

limitadas.  

Ahora bien, con la entrega reciente de María del Pilar Hurtado46, exdirectora del DAS que por más 

de 4 años estuvo asilada en Panamá huyendo de la justicia por el caso de las “Chuzadas”, y tal vez 

una de las funcionarias más informada de las circunstancias que rodearon los delitos entre el 2006 y 

2008, abre la posibilidad de continuar esclareciendo uno de los momentos más oscuros de la vida 

política del país. Si bien los plazos judiciales ya se vencieron, su testimonio podría llamar a 

responder a muchos de los que hoy son protagonistas en el Senado y la Cámara.   

Por este caso, abierto desde febrero de 2009 se han emitido 18 condenas y 50 personas han sido 

vinculadas47,  actualmente Bernardo Moreno, exsecretario general de la Presidencia, es enjuiciado y 

se espera fallo en su contra, pero hasta el momento no se llega a las últimas instancias, es decir, a 

quien desde su alto cargo orquestó toda esta operación, a pesar de la existencia de evidencia 

probatoria. Contra el ex presidente Uribe hay una investigación preliminar en la Comisión de 

Acusaciones de la Cámara de Representantes, en la que no se esperan resultados eficaces, pues 

nunca ha funcionado y se ha convertido en una fuente de permanente  impunidad. 

Siguiendo al Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo48, quedan varias preocupaciones sobre 

este proceso aparte de las ya mencionadas. Que no se investigue a fondo otros delitos cometidos 

más allá de los asesinatos, como el desplazamiento, las amenazadas, persecución y torturas 

psicológicas; que la Fiscalía se rehusé a reconocer que se cometieron delitos de lesa humanidad y 

que incluso, se continúen con actividades de inteligencia ilegal por órganos del estado en el marco 

proceso de paz49 y en casos específicos de dirigentes de oposición, habla de una impunidad que 

sigue reinando. Y lo que es mucho más grave, mientras que los trabajadores y trabajadoras 

sindicalizadas sigan siendo vistos por estos órganos del estado como enemigos y no como parte 

fundamental en la construcción de ciudadanía, será muy difícil acabar con estas violaciones y 

generar condiciones para el ejercicio real de las libertades sindicales.  

                                                           
46

 Procesada por los delitos de concierto para delinquir, violación ilícita de comunicaciones, abuso de función pública, 
prevaricato por acción y falsedad ideológica en documento público, y de ser condenada, recibiría una condena superior 
a los cuatro años. 
47

 “Entre la lista de condenados figuran el capitán Jorge Alberto Lagos, exsubdirector de contrainteligencia y quien 
recibió una pena de 8 años de prisión; al igual que el capitán Fernando Tabares, exdirector de inteligencia; Martha Inés 
Leal, exsubdirectora de operaciones, quien en diciembre pasado recuperó la libertad por pena cumplida tras pasar 
cuatro años en prisión; y por último Giancarlo Auque de Silvestri, exdirector de inteligencia y condenado en septiembre 
del año pasado a 9 años de prisión. Véase: “María del Pilar Hurtado, de villana a heroína”. Colprensa, 08 de Febrero de 
2015.  Disponible en: http://www.elcolombiano.com/maria-del-pilar-hurtado-de-villana-a-heroina-xd1243642 
48

 Op cit.  
49

 Véase: ¿Alguien espió a los negociadores de La Habana?. En: Semana. 2014/02/03. Disponible en: 
http://www.semana.com/nacion/articulo/alguien-espio-los-negociadores-de-la-habana/376076-3  

http://www.elcolombiano.com/maria-del-pilar-hurtado-de-villana-a-heroina-xd1243642
http://www.semana.com/nacion/articulo/alguien-espio-los-negociadores-de-la-habana/376076-3
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6. Mecanismos de diálogo con la Sociedad civil 
 

El Parlamento Europeo pidió que el Gobierno Colombiano estableciera un marco jurídico de los 

mecanismos de diálogo con la sociedad civil en un plazo de seis meses después de la ratificación 

del Acuerdo Comercial. Sí este plazo se entiende como seis meses después de la ratificación 

“parcial” del Acuerdo, que hicieron en marzo de 2012 (con fecha de inicio del 1 de agosto de 201350), 

el Gobierno Colombiano hubiese tenido que introducir este marco el 1 de febrero del año en curso. 

Hasta principios de 2015, no se ha hecho. 

 

Adicionalmente, la Resolución 2628 del PE solicita que se establezcan mecanismos nacionales de 

consulta representativos y un Grupo consultivo interno sobre derechos humanos. Hasta la fecha 

(enero de 2015) ninguno de estos mecanismos ha sido conformado, ni promocionado por el 

Gobierno Colombiano. Incluso, no fue hasta febrero de 2014 que se convocó la primera reunión 

abierta del Subcomité sobre Comercio y Desarrollo Sostenible, conformado por representantes de 

los dos gobiernos andinos y la Comisión Europea, pero para organizaciones de la sociedad civil, su 

participación no fue más que tener la oportunidad de “comentar y expresar sus puntos de vista51.” 

 

Aún el Gobierno Colombiano no ha cumplido con las solicitudes del PE para instalar un mecanismo 

oficial e institucional de reclamaciones por parte de la sociedad civil; no ha convocado y/u 

organizado audiencias públicas en Bogotá para discutir los resultados de la aplicación del Acuerdo; y 

tampoco ha hecho algún informe ni su presentación ante el PE. O sea, el Gobierno Colombiano, al 

parecer por su falta de acción, no le interesa mucho estar pendiente de las fechas ni las solicitudes 

del PE. Esta falta de interés se demuestra en una entrevista virtual hecha al Ministro de Comercio, 

Industria y Turismo de Colombia, Sergio Díaz Granados, al día 4 de junio de 2013, donde de 79 

preguntas sobre el TLC con la Unión Europea, él no mencionó ni una vez la Resolución 2628 ni el 

tema de los derechos humanos y del medioambiente52. 

 

 

7. El Diálogo social: discursos y escenarios con poca efectividad para 

transformar relaciones laborales concretas 
 

La ley 278 de 1996, en desarrollo del artículo 56 de la Constitución, estableció la Comisión 

Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales (CPCPSL) como escenario de 

concertación entre los tres principales actores del mundo laboral colombiano: empresarios, 

                                                           
50

 A través el decreto 1513 de 2013. 
51

 Véase: http://trade.ec.europa.eu/doclib/events/index.cfm?id=1023.  
52

 Véase: “100 preguntas del TLC con la Unión Europea” (2013). Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. Disponible 
en: http://wsp.presidencia.gov.co/cepri/noticias/2013/junio/Paginas/20130604_03.aspx.  

http://trade.ec.europa.eu/doclib/events/index.cfm?id=1023
http://wsp.presidencia.gov.co/cepri/noticias/2013/junio/Paginas/20130604_03.aspx
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trabajadores y gobierno. De todas las funciones definidas en la ley, solo se ha intentado fijar de 

manera concertada el salario mínimo pero con una baja eficacia: en los últimos 10 años sólo se ha 

concertado en tres ocasiones.  

 

Los gobiernos históricamente han excluido a las organizaciones sindicales de la discusión de las 

políticas económicas y laborales, y han tramitado las leyes que las desarrollan en interlocución con 

los gremios económicos, ignorando a los trabajadores en este escenario tripartito de diálogo social. 

 

El Gobierno de Santos ha dado un pequeño giro y le ha presentado a la Comisión algunas 

iniciativas, como la reforma tributaria, de pensiones, de salud, de reparación colectiva, de 

negociación colectiva del sector privado, pero solo con propósito informativo y de consulta, pues 

desconoce las propuestas y puntos de vista de los trabajadores, según expresaron voceros de las 

centrales sindicales.  

 

Las centrales sindicales señalan que la CNCPSL se reúne más, pero sigue siendo poco eficaz. En 

los temas sensibles, como formalización y libertad sindical, se conocen solo anuncios y no ha habido 

discusiones tripartitos al fondo a cerca de estos temas que son de importancia fundamental para el 

movimiento sindical del país. 

 

Las subcomisiones departamentales de concertación no pasan de ser foros de discusión. 

Según el Ministerio de Trabajo, estas subcomisiones están constituidas en 32 departamentos, de las 

cuales, según las centrales, sólo las de Risaralda, Antioquia, Valle, Tolima y Atlántico funcionan 

regularmente. El caso de Antioquia es de resaltar, puesto que ha construido una agenda común para 

la promoción del Trabajo Decente, el diálogo social y la solución de conflictos con la mesa de alertas 

tempranas. No obstante, estos escenarios regionales se comportan más como foros de discusión 

que como instrumentos de concertación y discusión de la política pública en materia laboral. 

 

La agenda de las subcomisiones está desconectada de la agenda de la Comisión Permanente de 

Concertación de Políticas Salariales y Laborales CPCPSL, llegando incluso a existir una posición 

crítica hacia ésta por parte de algunas regionales. Las centrales sindicales en las regiones 

consideran que falta más compromiso de algunos actores, como Alcaldías y Gobernaciones, con los 

funcionarios que envían a la Subcomisión, pues quienes asisten no tiene carácter decisorio. 

 

Mejora el funcionamiento de la CETCOIT, pero falta aún fortalecerlo. Según el Ministerio de 

Trabajo, la Comision Especial de Tratamientos de Conflictos ante la OIT –CETCOIT– ha aumentado 

su eficacia en los casos de conflictos laborales sobre los cuales ha intervenido. De 70 casos tratados 

entre 2012 y 2013, se lograron 41 acuerdos, en 21 de ellos no hubo acuerdo, y están pendientes 8.  

 

No obstante las centrales sindicales consideran que algunos acuerdos que se hacen no se respetan 

y el Ministerio de Trabajo se inclina a favorecer a los empresarios. En otros casos, según denuncian, 

se han presentado represalias contra los sindicatos por parte de las empresas, como se ejemplifica 
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con el despido de 12 dirigentes del sindicato de trabajadores de la empresa de seguridad 

SINTRABRINKS después de un acuerdo en el CETCOIT, y el Ministerio no se pronuncia ni hace 

respetar las normas. 

 

Las centrales consideran que el Presidente de la CETCOIT, Eduardo Cifuentes, es una persona 

independiente que cuenta con la confianza de todas las partes, pero su buena voluntad choca con la 

intransigencia de los empresarios. Las centrales expresan que gracias a su liderazgo se han logrado 

los acuerdos de los que tanto se ufana el gobierno. 

 

A pesar de las solicitudes para establecer estructuras departamentales de la CETCOIT, éstas no han 

sido posibles. La única excepción es la creación, por la subcomisión de Antioquia, de la mesa de 

alertas tempranas, que viene interviniendo con alguna eficacia en los conflictos regionales. Pero las 

centrales consideran que le falta la presencia de la OIT para darle más estatus, por lo que no 

renuncian a la petición de que la CETCOIT se descentralice. 

 

Las centrales plantean que la CETCOIT debe mejorar en el seguimiento que se les hace a los 

acuerdos, que deberían tener mayor contenido vinculante para que éstos se cumplan, y vigilar las 

conductas de los empleadores con respecto a los trabajadores sindicalizados. 

 

8. La difusión e implementación de políticas de Responsabilidad 

Social Empresarial: un discurso vacío en un campo minado 
 

La Resolución 2628 solicita que las empresas presentes en Colombia, junto con el Gobierno 

colombiano, implementen y apoyen políticas de responsabilidad social empresarial (RSE) que 

cumplan con los lineamientos de herramientas multilaterales, como los Principios Rectores sobre 

Empresas y Derechos Humanos, asociados con John Ruggie y las Naciones Unidas, con las 

Directrices de la OCDE, la Comunicación de la Comisión de la UE del 25 de octubre de 2011 y otros 

como el Pacto Global. La idea del PE, siguiendo la política de la Comisión Europea, es que las 

empresas "deben establecer un proceso para integrar éticamente los derechos humanos, sociales, 

del medioambiente y los derechos del consumidor en sus operaciones y su estrategia principal del 

negocio, en colaboración cercana con sus „stakeholders‟”53.  

 

En Colombia, el tema de la RSE ha ganado fuerza dentro del sector empresarial colombiano, en 

parte presionado por las nuevas exigencias del mercado internacional y los estándares de inversión; 

sin embargo, sus alcances son aún limitados y muchos de ellos se reducen a formalismos. Según el 

Pacto Global en Colombia, las empresas adherentes se han incrementado de 216 en 2010 a 470 en 

                                                           
53

 Véase: Corporate Social Responsibility (CSR). Disponible en:  http://ec.europa.eu/enterprise/policies/sustainable-
business/corporate-social-responsibility/index_en.htm [Consultado el 24 de mayo de 2014]. 

http://ec.europa.eu/enterprise/policies/sustainable-business/corporate-social-responsibility/index_en.htm
http://ec.europa.eu/enterprise/policies/sustainable-business/corporate-social-responsibility/index_en.htm
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201454. Igualmente, el Gobierno Colombiano, con fuertes intenciones de ser miembro a la OCDE, se 

adhirió a las Directrices en 2011 y posteriormente creó el punto nacional de contacto a través del 

decreto 1400 de 2012. Sin embargo, ambos esfuerzos no han sido más que formalismos al no contar 

con algún avance real en términos de lograr mejoras prácticas empresariales en el ámbito de las 

relaciones laborales del país y demás temas que se proponen.  

 

El Pacto Global como iniciativa de adscripción voluntaria no tiene ningún vínculo jurídico, ni 

mecanismos para presionar, monitorear o juzgar el comportamiento de una empresa adherente; 

ningún estándar o código de conducta ni organismo regulatorio. Por ende, aunque el Pacto, en base 

de los principios 3-655, pide que las empresas adherentes respetan los Principios y Derechos 

Fundamentales en el Trabajo de la OIT (1998), es una solicitud vacilante, y su adscripción al Pacto 

termina mejorando la imagen corporativa de las empresas sin tener que hacer esfuerzos verdaderos 

para superar las diferentes problemáticas laborales y sindicales a lo largo de su cadena productiva, 

tal y como lo plantea en los lineamientos.  

El caso emblemático es el hecho que Pacific Rubiales, petrolera canadiense, logró establecerse 

como Secretaría Técnica en la mesa de Estándares Laborales del Pacto Mundial en Colombia, 

mientras continúa violando internamente el derecho a la libertad de asociación y a la negociación 

colectiva en sus campos petroleros en Puerto Gaitán y Meta, negando, con apoyo de las fuerzas 

armadas del país, el ingreso de la Unión Sindical Obrera (USO) para organizar trabajadores de la 

empresa y sus afíliales, y rechazando con vehemencia la representación de este sindicato, mientras 

tanto, apoya la creación de otro, de corte patronal, como forma de esquivar el creciente apoyo de los 

trabajadores a la USO.  

Por otro lado, se creó en Colombia el Punto Nacional de Contacto (PNC) de las Líneas Directrices 

de la OCDE como la instancia encargada de divulgar y promocionar el instrumento y atender 

solicitudes relacionadas con el posible incumplimiento en la aplicación de las Directrices por parte de 

una empresa multinacional. Ubicado en el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 

específicamente en la Dirección de Inversión Extranjera y Servicios, se configura como una instancia 

monopartita del sector público, ubicación estructural que, en comparación con otros PNC del mundo, 

presenta limitaciones frente al ejercicio de la autonomía y la lectura mucho más crítica de los 

alcances de las directrices. Igualmente, su reducida planta de personal (3 profesionales), la poca 

interlocución con las centrales sindicales y la  no conexión estratégica con empresas en las que se 
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 Véase: listado de empresas adscritas al Pacto Mundial en Colombia. 
https://www.unglobalcompact.org/participants/search?business_type=all&commit=Search&cop_status=all&country%5
B%5D=39&joined_after=&joined_before=&keyword=&listing_status_id=all&organization_type_id=&page=10&per_page
=50&sector_id=&utf8=%E2%9C%93 (accedido 25 de enero de 2015)  
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 Principio 3: las empresas deben apoyar la libertad de asociación y el reconocimiento efectivo del derecho de 
negociación colectiva; principio 4: la eliminación de todas formas de trabajo forzoso y obligatorio; principio 5: la 
abolición efectiva del trabajo infantil; y principio 6: la eliminación de la discriminación en el empleo y la ocupación. 
Véase: “Los diez principios del Pacto Global”. Disponible en: http://www.pactoglobal-colombia.org/index.php/sobre-
pacto-global/los-diez-principios [Consultado febrero 4 de 2015].  
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https://www.unglobalcompact.org/participants/search?business_type=all&commit=Search&cop_status=all&country%5B%5D=39&joined_after=&joined_before=&keyword=&listing_status_id=all&organization_type_id=&page=10&per_page=50&sector_id=&utf8=%E2%9C%93
https://www.unglobalcompact.org/participants/search?business_type=all&commit=Search&cop_status=all&country%5B%5D=39&joined_after=&joined_before=&keyword=&listing_status_id=all&organization_type_id=&page=10&per_page=50&sector_id=&utf8=%E2%9C%93
http://www.pactoglobal-colombia.org/index.php/sobre-pacto-global/los-diez-principios
http://www.pactoglobal-colombia.org/index.php/sobre-pacto-global/los-diez-principios
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evidencian conflictos que podrían ser tramitados por este medio, no permite dar mayor fuerza a este 

mecanismo.  

 

El papel del Gobierno Colombiano se ha centrado en promover las Directrices de la OCDE a través 

de eventos, principalmente con el sector empresarial, pero sin interlocución adecuada con los demás 

actores que deberían estar involucrados (otras entidades públicas, academia, organizaciones 

sindicales y sociales) en tanto son quienes podrían interponer quejas sobre casos específicos. María 

Elvira Calero, encargada del PNC en Colombia, dice que en 2013 se hicieron 26 eventos de 

divulgación de las Directrices en todos los sectores y para el 2014 fueron 30. No obstante, la tarea 

de fomentar la implementación de esas Directrices no trasciende la divulgación. En palabras de ella: 

“No hay seguimiento después de entregada la información, pues es una cosa voluntaria de las 

empresas56.”  

 

En Colombia, no se han presentado casos al Punto por violaciones directas, pero existen tres quejas 

en contra de la actividad antisindical y/o violatoria en temas de otros derechos humanos de 

empresas multinacionales con presencia en Colombia: el primero se trata del caso indirecto, de BHP 

Billiton (dueña parcial de la carbonífera El Cerrejón), presentado en 2007, por la Corporación 

Colectivo de Abogados (CCDEA); la segunda y más reciente fue interpuesta por la UNI Global en 

contra de Prosegur en noviembre de 2013, por sus prácticas antisindicales en Colombia, Brasil, Perú 

y Paraguay; y la tercera, también presentado por UNI, en Alemania en contra de DHL en Colombia, 

recientemente, que ha llegado a un acuerdo entre las partes para continuar dialogando. 

 

Lo que poco se ha hablado en la difusión de las Directrices en Colombia es un tema explícito en el 

capítulo cinco (empleo y relaciones laborales) que “las empresas tienen las mismas obligaciones con 

los trabajadores subcontratados e informales que con los empleados directos.” En Colombia, como 

se ha demostrado enfáticamente en este informe, pocas empresas cumplen con este requisito y ni el 

Ministerio de Trabajo ha podido (o ha demostrado la voluntad política necesaria) hacer cumplir la ley, 

en el sentido de que la realidad prevalece por encima del formalismo, en términos de obligar a las 

empresas de, primero, contratar directamente los trabajadores que cumplen actividades misionales 

permanentes, y segundo, otorgar las mismas condiciones a los trabajadores subcontratados que 

hacen la misma labor que muchos empleados directos, un asunto del criterio de la igualdad. 

 

Adicionalmente, preocupa tanto énfasis en promover la RSE desde el principio de voluntariedad en 

un contexto donde se ha demostrado la falta de compromiso ético y político de las empresas para 

respetar y garantizar los derechos laborales fundamentales. Si bien muchos empresarios y 

organizaciones que trabajan el tema de la RSE son partidarios de que ésta se incentiva y no se 

impone u obliga, lo cierto es que si deben haber unos mínimos de regulación y seguimiento para 

lograr otros niveles de compromiso empresarial, no en vano que en el país en varias ocasiones se 
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 Entrevista por línea telefónica a la señora María Elvera Calero, al día 5 de marzo de 2014. 
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haya planteado el debate de una ley reglamentaria para este tema, aclarando que no por estar 

legislada se garantizará su aplicación, pero si se tendrán herramientas legales para su monitoreo.   

 

Aquí, el concepto de RSE debe ser construido entre todos los actores involucrados, pues en 

palabras de Diógenes Orjuela, director del departamento de relaciones internacionales de la CUT, 

“La RSE en Colombia se parece a la teoría de formalización del gobierno y del cumplimiento de los 

convenios, tienen su propia concepción que no es la de los trabajadores ni es la de los ciudadanos 

(…) tienen su propio concepto adecuado hasta para evadir impuestos y maquillar su imagen57”. Por 

ello, hay que seguir promoviendo el uso de mecanismos tripartitos, como los Acuerdos Marcos 

Internacionales (AMI), que se negocian y se firman entre la empresa y las Federaciones Sindicales 

Internacionales y que establecen Directrices que son monitoreadas y transferidas a donde esté la 

empresa firmante, la RSE no se transformará de ser simples deberes débiles a ser prácticas 

obligatorias. 

 

Es importante ampliar las posibilidades y alcances de lo laboral en la RSE; según los resultados de 

una encuesta realizada por la ANDI58, los principales acciones adelantadas por 292 empresas en el 

marco de la RSE frente a lo laboral incluyen programas para complementar la formación de sus 

trabajadores y mejorar sus habilidades (94%), acciones en materia de salud y seguridad ocupacional 

(91%) y privilegio de la contratación local (62%), pero poco o nada se habla sobre las políticas de 

contratación laboral y/o reducción de los niveles de tercerización.   

Para dimensionar las múltiples aristas y posibilidades de la RSE en lo laboral, se valora el esfuerzo 

que hace “Guías Colombia”59, iniciativa que reúne a empresas que operan en el país (Bavaria, 

Anglogold, EPM, Indupalma, Nestlé, pacific Rubiales, Cocacola, Isagem, etc) a organizaciones de la 

sociedad civil (aunque no se incluyen aún organizaciones sindicales) y al gobierno colombiano, con 

el propósito de contribuir al mejoramiento de la situación de derechos humanos y el DIH. Su 

penúltimo documento, lanzado en abril de 2014, es una guía sobre lineamientos de trabajo decente, 

como instrumento de autorregulación, pero igualmente de aplicación voluntaria, busca servir de 

insumo a las empresas para evaluar su actuación, tanto antes de iniciar sus actividades en los 

territorios (debida diligencia) como ya estando sobre terreno. Como documento es una iniciativa a 

celebrar, pero no deja de generar suspicacias por el nivel de apropiación y aplicación por parte de 

las empresas que aunque involucradas, tienen actualmente grandes conflictos en trámite en 

términos laborales y ambientales.   

 

Hoy más que nunca la RSE debe superar el ámbito tradicional de la filantropía y entrar a considerar 

dimensiones económicas, sociales, laborales y ambientales en relación con los grupos de interés, y 

a lo largo de su cadena de valor, para  prevenir / mitigar los impactos negativos, sean directos o 

                                                           
57

 Entrevista, 2014.  
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 ANDI (2013). Encuesta de responsabilidad social empresarial 2013: Evidencias del Avance de la RSE como 
modelo integral de gestión en las organizaciones. Bogotá.  
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 Ver: Guías Colombia. http://www.ideaspaz.org/tools/guias-colombia#documentos-quejas  
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25 
 

conexos, de sus decisiones y actividades empresariales. Esto implica un mejoramiento continuo de 

sus procesos internos, un uso eficiente y racional de los recursos naturales, el respeto por las 

comunidades y sus culturas, una actuación empresarial transparente y responsable y una voluntad 

real por promover instancias de diálogo social con las organizaciones sindicales que representan a 

sus trabajadores.  

 

En un mundo donde se impulsan las políticas de promoción y protección de las inversiones de 

capital (productivo y financiero) a un ritmo sin precedentes, con claras reglas legales, con acceso al 

derecho internacional comercial a través de tribunales supranacionales con poder sancionatorio, 

manejar el asunto de los derechos humanos y laborales como mera política voluntaria resulta 

repugnante y funcional. La Unión Europea, igual que la Organización de las Naciones Unidas (ONU), 

hace proclamaciones que resaltan la promoción de la paz social y política y el respeto pleno del 

derecho internacional, deben basarlas en políticas y obligaciones que incluyen mecanismos reales 

de sanción para las empresas y sus directivos que cometan crímenes contra la población y prácticas 

en contra de los derechos laborales fundamentales de sus trabajadores y “colaboradores” como les 

suelen llamar los trabajadores subcontratados por empresas filiales y/o contratistas. 

 

 

9. Actos legislativos y medidas políticas que garanticen la 

libertad sindical y la negociación colectiva, particularmente para 

trabajadores del sector informal 
 

La Resolución 2628 del PE demanda que el Gobierno Colombiano aplique efectivamente los actos 

legislativos y medidas políticas que garanticen estos dos derechos laborales fundamentales. Pide, 

especialmente, que los trabajadores informales puedan acceder a estos mecanismos sindicales y 

constitucionales, solicitando que el Gobierno Colombiano elimine el uso de las cooperativas de 

trabajo asociado (CTA), los pactos colectivos u otras medidas que “tengan por finalidad o efecto 

negar a los trabajadores sus derechos sindicales o los beneficios de una relación laboral directa”. 

 

La ley colombiana permite a los trabajadores formar y afiliarse a sindicatos, realizar huelgas y entrar 

en negociaciones colectivas, y formalmente, se prohíbe la discriminación antisindical. No obstante, 

existen varias trabas legales, y otras cotidianas, al ejercicio pleno de los derechos sindicales de 

afiliación y negociación colectiva. Los miembros de las fuerzas armadas y la policía tienen prohibido 

a formar sindicatos. Adicionalmente, el Código Sustantivo de Trabajo establece que, para el 

reconocimiento automático de los sindicatos, deben tener 25 firmas de posibles miembros y cumplir 

con un proceso de registro.  

 

En una reforma legal reciente, la Resolución 810 de marzo de 2014, el Ministerio establece un nuevo 

trámite interno para el registro sindical de organizaciones sindicales de primer, segundo y tercer 



26 
 

grado. El artículo 11 de dicha Resolución informa que “quienes harán parte de las mencionadas 

juntas o comités (sindicales) no ocupan cargos directivos o de representación en otros sindicatos”, 

con excepción a los cargos directivos o de representación en federaciones y confederaciones. En 

otras palabras, a través de esta Resolución, la ley colombiana pretende poner trabas a la autonomía 

sindical, regulando quienes puedan ser dirigentes de los sindicatos.  

 

El Gobierno Colombiano avanzó en términos de abrir los espacios para la negociación colectiva 

(formalmente llamado acuerdos laborales) para empleados del sector público, a través del decreto 

1092 de 201260, el cual fue presentado a las organizaciones sindicales del sector público, y así puso 

el país más al tono de las estipulaciones del Convenio 151 de la OIT. Incluso, el decreto 

reglamentario, N° 160, establece que haya una sola mesa de negociación y una sola convención 

colectiva de trabajo por entidad, algo que contribuye a mantener los procesos de unidad sindical. 

Adicionalmente, el decreto establece que en las mesas de negociación pueden participar 

representantes de organizaciones sindicales de segundo y tercer nivel (federaciones y centrales), 

algo que no está permitido en el sector privado. No obstante, esta misma ley no abre la posibilidad 

para que los sindicatos locales y departamentales puedan negociar los límites salariales 

establecidos en los convenios a nivel nacional. Adicionalmente, el decreto impone algunas otras 

restricciones a la negociación colectiva de trabajo en algunas condiciones, por ejemplo, dependiendo 

de la estructura organizativa de los sindicatos y en determinados procedimientos administrativos. 

Otra seria limitación del decreto es que deja, en manos de un mediador, y no de un tribunal de 

arbitramiento, la resolución de un conflicto laboral cuando las negociaciones no logran llegar a un 

acuerdo. 

 

Sí ha habido un progreso en términos de abrir la negociación colectiva al sector público, incluso con 

las mencionadas trabas y limitaciones, los obstáculos en la práctica para ejercer la libertad sindical y 

la negociación colectiva siguen siendo el pan de cada día para muchos sindicalistas y sus 

organizaciones, sobre todo en el sector privado, y eso a pesar de la radicación de algunas normas 

destinadas a proteger ambos derechos y castigar las prácticas antisindicales. 

 

La falta de una protección a la libertad sindical de los trabajadores informales 

 

Para trabajadores de la economía informal, las posibilidades que tienen de ejercer la libertad sindical 

y de defender sus derechos laborales son casi inexistentes, en la práctica, y por ende, la situación 

de precariedad laboral que la mayoría de esta población de trabajadoras y trabajadores vive se 

agudiza por el hecho de carecer de una voz y presencia institucional que pueda velar y defender sus 

derechos en los lugares de trabajo. 

 

En Colombia, la población de trabajadores informales no ha demostrado una tendencia de 

disminución a pesar de los años recientes de relativa abundancia y crecimiento macroeconómico. Si 

                                                           
60 Este Decreto fue parcialmente modificado, en términos del plazo para denunciar pliegos de petición, a través del Decreto 160 del 5 
de febrero de 2013. 
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medimos la informalidad de acuerdo a la metodología del DANE, se tiene que en las 13 áreas 

metropolitanas del país, para el primer semestre de 2014, existían 4.944 mil trabajadores informales 

(una tasa de 48,4% de toda la población ocupada en estas zonas). No obstante, si aplicamos una 

medición más de acuerdo con la concepción del trabajo informal como un trabajo “desprotegido” (sin 

acceso a los sistemas de seguridad social básicos), la tasa sube notoriamente: según acceso  a la 

seguridad social en salud y/o pensiones para la población ocupada nacional, para el primer semestre 

de 2014, se encuentra con la preocupante estadística que el 62,9% no tiene acceso (o más de 13 

millones de trabajadores). 

 

Frente a este panorama tan desalentador, el Gobierno Colombiano ha creado algunas políticas 

públicas y leyes para fomentar la formalidad laboral, sin embargo, no han tenido los resultados 

esperados. Dentro de estas se encuentra la Ley 1429 de 2010, formalización y generación de 

empleo; la Ley 1607 de 2012, reforma tributaria; el Plan de Acción para los derechos laborales; 

Acuerdos de Formalización Laboral, pactos por la formalización;  el Decreto 2616 de 2013, 

cotización por semana a los regímenes de seguridad social, entre otras. 

 

En el caso de la Ley 1429, según el DANE, desde la creación de la misma en 2010, sólo el 2,7% de 

las 237.147 empresas que se crearon en el año siguiente (2011) cumplieron con los parámetros 

propios de esta nueva ley. Además, en el período 2010-2013 disminuyeron en términos absolutos 

los jóvenes desempleados en 194 mil jóvenes, cifra que no coincide con la información del 

Departamento Nacional de Planeación (DNP), según el cual se crearon 600 mil puestos formales de 

trabajo para jóvenes a partir de la ley de primer empleo. 

Por su parte se pensaba que la reforma tributaria fomentaría a las empresas intensivas en mano de 

obra descalificada, pero un año después, esa actividad no ha crecido, y no se ha generado el 

empleo intensivo de mano de obra. En cambio, los sectores que más han generado empleo no son 

intensivos en mano de obra. Por su parte, la reforma tributaria se hizo para estimular el empleo en 

algunos sectores no para disminuir la informalidad. 

Indagando, específicamente, sobre la protección a la libertad sindical para trabajadores de la 

economía informal, el estado actual en Colombia no ha cambiado en lo más mínimo en los casi tres 

años desde la promulgación de la Resolución 2628 del Parlamento Europeo. No existe ningún 

mecanismo oficial y mucho menos una ley y/o decreto que intente ampliar las posibilidades (en la 

práctica casi inexistentes) para que las y los trabajadores informales gocen del derecho fundamental 

de crear y/o afiliarse a un sindicato. Obviamente, la falta de iniciativas estatales para garantizar y 

proteger este derecho no significa que ningún trabajador informal en Colombia esté afiliado a una 

organización sindical.  

 

No obstante, lograr realizar el derecho de afiliación sindical, estipulado en el Convenio 87 de la OIT, 

no se ha convertido en un paso concreto para trabajadores informales sindicalizados de ejercer su 

derecho fundamental, pues no pueden aún adelantar una negociación colectiva de trabajo con los 
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empleadores y/o con los representantes de administraciones municipales (y en el caso de Bogotá, 

del distrito).  

 

Hoy en día, no existe ninguna convención colectiva de trabajo en Colombia que beneficia un grupo 

de trabajadores informales. Aunque varias municipalidades y el Distrito de Bogotá han creado mesas 

de concertación, donde participan representantes de vendedores informales, los acuerdos giran 

alrededor del tema del uso temporal y regulado de algunos sectores específicos del espacio público 

sin que se suscriban contratos y mucho menos que se ofrezca protección estatal de sus derechos de 

propiedad.  

 

10. Penalización de la violación de la libertad sindical 
 

Si por un lado, los sindicalistas del país continúan sufriendo, en muchas instancias, persecución y 

violencia por su actividad sindical, por el otro lado, se enfrentan múltiples obstáculos a su ejercicio 

sindical diariamente.   Uno de los ejes políticos centrales del PAL fue el de proteger, garantizar e 

incluso, promover, la afiliación sindical por parte del Gobierno Colombiano, como manera de 

recompensar la histórica cultura política antisindical que ha reinado en el país. La combinación de 

violencia en contra y exclusión del movimiento sindical del rumbo político y económico del país se 

traduce en la gran debilidad del movimiento hoy en día. La tasa de sindicalización del país es tan 

sólo el 4,0%, respecto de la población económicamente activa, una de las tasas más bajas del 

continente. Y algo quizá aún más preocupante es el hecho que en Colombia el 80% de las 

organizaciones sindicales tienen menos de 100 afiliados, lo que hace que sus posibilidades de 

desarrollar liderazgos y de incidir de manera real en la reivindicación de sus derechos y en el 

mejoramiento de sus condiciones de trabajo sean muy pocas. 

Esta debilidad cuantitativa y cualitativa del movimiento sindical se expresa en la baja cobertura de la 

negociación colectiva en Colombia, escenario natural para el desarrollo de prácticas de diálogo 

social dentro de una empresa y un indicador fundamental del concepto de trabajo decente acuñado 

por el ex Director General de la OIT, Juan Somavia. En el país, para 2013, se depositaron tan solo 

459 convenciones colectivas de trabajo (CCT), mientras que hubo, como ya se mencionó, 963 

contratos sindicales, además de 253 pactos colectivos, un tipo de convenio utilizado en Colombia, 

para prevenir, contener y/o debilitar los sindicatos; el cual ha crecido en número desde 2011 a pesar 

de los compromisos adquiridos por el Gobierno Colombiano (tanto en el PAL como en la Resolución 

2628 del Parlamento Europeo) que solicitaron que se regulara con más eficacia (en el PAL) o que se 

prohibiera (en la Resolución 2628) cuando existía una organización sindical en la empresa donde 

pretendían firmar un pacto. 

La muy amplia presencia y cobertura de contratos sindicales y pactos colectivos obstaculizan, 

notoriamente, las posibilidades que tienen los sindicatos para desarrollar negociaciones colectivas 

con los dueños de capital, pero también existen restricciones sobre el funcionamiento de los 
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sindicatos de industria y de las organizaciones sindicales de segundo y tercer grado que constriñen 

la acción sindical.  

En la práctica, los sindicatos minoritarios en Colombia no tienen derecho a la negociación colectiva y 

los mecanismos institucionales de resolución de conflictos laborales son muy inefectivos y 

engorrosos.  Mirando la labor de los Tribunales de Arbitramiento,  la inercia institucional en temas 

laborales resalta. Entre julio de 2011 y abril de 2012 se logró resolver tan solo el 40,8% de los 

tribunales convocados, y en los siguientes dos años su ineficacia como instrumento de resolución 

disminuyó aún más61. La inefectividad de los tribunales juega a favor de los empleadores, quienes 

alargan lo más posible el fallo del tribunal y sus efectos, primero, objetando la convocatoria del 

tribunal, segundo, dilatando la constitucional del tribunal, y tercero, demandando la legalidad del 

laudo arbitral. Las organizaciones sindicales involucradas, pocas veces ven una resolución efectiva 

de sus conflictos, los cuales, no se logran tramitar a través del mecanismo de la huelga y como el 

proceso de convocatoria y fallo de un laudo arbitral puede durar en promedio dos años, las 

organizaciones sindicales, en muchos casos, se desgasten, generando rupturas dentro de ellas por 

la imposibilidad de resolver los conflictos. 

Y no son solo la inefectividad y demora del sistema de arbitramiento colombiano lo que pone en 

aprietos la actividad sindical. En términos del acceso a la justicia, las organizaciones sindicales del 

país se enfrentan un panorama de alta precariedad e ignorancia de sus derechos constitucionales e 

internacionales. De acuerdo al presidente de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 

Rigoberto Echeverri, el proceso labor “En el sistema escrito, puede tardar hasta 10 años. Solo en 

casación de demora, más o menos, cinco años. Están sacando negocios que fueron fallados en 

tribunal, aproximadamente, del 2009 y el 2010”62. En los temas relacionados con la libertad Sindical 

que puedan llegar a casación, se tienen despidos de trabajadores amparados por fuero 

circunstancial; los despidos de trabajadores sindicalizados sin fuero sindical o el cumplimiento de 

cláusulas convencionales, por citar solo algunos casos en los cuales el movimiento sindical debe 

esperar una década para que el conflicto jurídico se solucione. 

 

La reforma del artículo 200 del Código Penal (a partir de la ley 1453 de 2011), que establece pena 

de prisión por la violación a la libertad sindical, no ha logrado generar un avance real para la 

protección del ejercicio de la actividad sindical en Colombia. Para finales de febrero de 2013, solo 

hay tres investigaciones activas por el artículo 20063. Una de ellas trata la denuncia presentada en 

julio de 2013 por el sindicato Ultraclaro & TIC en Bogotá. En la audiencia de conciliación (el 10 de 

marzo de 2014), la fiscal encargada establece en el acta de conciliación, que el asunto tratado es 
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 Entre julio de 2012 y junio de 2013 los tribunales convocados solo resolvieron el 21,3% de los conflictos y entre julio 
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 http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti141002-

03rigoberto_echeverri_creo_que_el_gobierno_nos_apoy/noti141002-
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 Esta información proviene de la Fiscalía General de la Nación, a través del derecho de petición, hecho por la ENS, N° 
000778, emitido el 21 de febrero de 2014. 
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http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti141002-03rigoberto_echeverri_creo_que_el_gobierno_nos_apoy/noti141002-03rigoberto_echeverri_creo_que_el_gobierno_nos_apoy.asp?Miga=1
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“atípico”, es decir, no se adecua al texto del artículo 200 del Código Penal y en consecuencia, no se 

trata de un asunto penal, sino de un conflicto laboral.  

 

En otro de los casos, el Sindicato Nacional de Trabajadores de Rama y Servicios del Transporte de 

Colombia (SNTT), Subdirectiva Floridablanca, presenta una denuncia en mayo de 2013, y luego de 

tener una audiencia de conciliación al 13 de agosto del mismo año, la cual no llegó a ninguna 

resolución, no se tiene más información respecto a las labores de investigación del caso concreto 

por parte de la fiscalía. En otras palabras, el caso parece estar en limbo semipermanente. Mientras 

tanto, los impactos negativos a la libertad sindical, no se hacen esperar. Tal ineptitud o desinterés 

real del Estado en actuar en este terreno ha sido bien recibido por una parte empresarial del país.  

 

Desconocemos si algunos de los 218 casos denunciados tengan resultado. La Fiscalía General de la 

Nación informa que desde junio del año 2011 y hasta diciembre de 2013, en el sistema de 

información misional existen 424 registros de casos tramitados por violación al derecho de reunión y 

asociación (artículo 200), de estos, 182 se encuentran inactivos, 224 se encuentran activos y solo 66 

se hallan en indagación64. Es posible afirmar entonces que del total de los casos, el 52.8% están 

inactivo. Es importante anotar que la fiscalía asume este delito como querellable, cuando con la 

modificación del 2011, que establece pena privativa de la libertad además de la multa, pasa a ser un 

delito investigable de oficio. Durante los últimos 20 años solo ha habido 5 Sentencias de la Corte 

Suprema de Justicia65, todas antes de la modificación penal, las cuales fueron analizadas mediante 

casación discrecional. 

 

En el informe estadístico consolidado remitido mediante oficio 3320000-37755 del 10 de marzo de 

2014 por el Ministerio del Trabajo, se informa de la remisión de 199 casos por artículo 200 a la 

Fiscalía General de la Nación en 2013, frente a lo cual se puede decir que no existe una 

comunicación efectiva entre ambas entidades, por cuanto mientras el Ministerio establece esto, la 

Fiscalía no brinda información ni se pronuncia al respecto.  

 

Esto se da por múltiples razones, muchas de ellas responsabilidad del Ministerio del Trabajo y de la 

Fiscalía, pues al desconocimiento, la falta de comunicación, la no remisión de casos, la falta de 

seguimiento, la carga de trabajo y la falta de interés de funcionarios de ambas instituciones, se suma 

que la adecuación del tipo penal es muy abstracta. A la fecha no se tiene ningún protocolo o trabajo 

conjunto entre inspectores y fiscales para la aplicación de este tipo penal, no se comparten pruebas, 

simplemente algunos inspectores envían información a fiscales para que éstos verifiquen si puede 

haber violaciones al código penal. 
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 Información obtenida mediante oficio 08454 remitido por la dirección nacional de fiscalías a la ENS en respuesta a 
derecho de petición formulado en febrero de 2014. 
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 Entrevista realizada a Gabriel Jaime Salazar, profesor Universidad Autónoma Latinoamericana, Universidad de 
Medellín, antiguo funcionario de la fiscalía  y radicados 2209/ 88, 25695/2006, 11447/96, 13401/97, 31068/2009 de la 
Corte Suprema de Justicia.  
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Al no existir un aparente interés de ninguna de las instituciones, los afectados son los trabajadores y 

organizaciones sindicales que acuden ante la justicia para encontrarse con defectos administrativos 

y desidia de las autoridades para investigar este tipo de actuaciones. Es necesario aclarar que hasta 

que los fiscales no inicien etapa de acusación, no hay participación de trabajadores ni sindicatos. Al 

parecer, como los fiscales no tienen ayuda de inspectores ni son especialistas en derecho laboral, 

prefieren archivar este tipo de denuncias antes de realizar pruebas o intentar iniciar juicios. 

 

11. El uso de los pactos colectivos como mecanismo para prevenir, 

contener y debilitar las organizaciones sindicales 
 

En Colombia, los pactos colectivos son utilizados por las empresas por lo menos con tres propósitos. 

Primero, como estrategia preventiva ante el posible surgimiento de sindicatos; segundo, como 

estrategia de contención para que los sindicatos no se desarrollen o desaparezcan y; finalmente, 

como estrategia de debilitamiento o de choque para que sindicatos mayoritarios dejen de tener la 

capacidad de negociación y huelga con la que cuentan. 

 

Según cifras de la ENS66, entre 2011 y 2012 el uso de pactos colectivos creció en un 23%, mientras 

que el uso de convenciones solo fue del 1%. Con una particularidad: de los 215 pactos colectivos 

firmados en 2012, un total de 58 fueron firmados de manera paralela a procesos de negociación 

colectiva que tenían con organizaciones sindicales, esto es, con el ofrecimiento, por parte de las 

empresas, de los mismos o mejores beneficios para los trabajadores no sindicalizados que no se 

afilien a la organización sindical, ni se beneficien de las convenciones colectivas. Es decir, en el 

26,97% de los casos los pactos colectivos fueron empleados como respuesta ante el pliego de 

peticiones presentado por la organización sindical, o como estrategia de contención. Entre tanto, en 

157casos (73,02%) lo pactos fueron empleados como estrategia preventiva. 

 

Las formas de utilizar estos pactos colectivos para acabar o disminuir los sindicatos, así como para 

frenar procesos de negociación, son múltiples:67 (i) otorgar mejores beneficios con un pacto colectivo 

(57% de los casos); (ii) otorgar los mismos beneficios que la convención colectiva, con la exigencia 

de no pertenecer a la organización sindical (86%); (iii) otorgar beneficios a no sindicalizados durante 

el proceso de negociación, para desestimular la afiliación a las organizaciones sindicales o para 

truncar el proceso de negociación; (iv) la extensión de la aplicación de pactos colectivos en fusiones 

o compras empresariales (43%); (v) establecer los pactos colectivos como el límite o techo de la 

negociación colectiva para los sindicatos(71%); (vi) la creación de pactos colectivos con duración 

muy prolongada, en un caso hasta de 10 años para impedir la organización sindical. 
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 Base de datos de SISCON del texto efectos de los pactos colectivos en el derecho de asociación y libertad sindical en 
Colombia 2014. 
67

 Las cifras expresadas en el presente párrafo, son fruto de una muestra de 10 pactos colectivos, de los 58 casos en los 
que hay coexistencia, es decir, una tasa de representación del 17,24%. 
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Generalmente no se cumplen los requisitos legales para la celebración de estos pactos colectivos 

(86% de los casos no cumplen con los requisitos del Código Sustantivo del Trabajo)68, y esto se da 

porque los trabajadores no realizan este tipo de manifestaciones de manera libre y voluntaria, sino 

que son impuestas por sus empleadores.  

 

Para darse cuenta de cómo los pactos colectivos son fachadas de “negociación colectiva”, así como 

de la inexistencia de interés real y de genuina negociación entre trabajadores no sindicalizados y 

empleadores, basta con tomar un dato presentado por el Ministerio del Trabajo en el documento 

denominado Informe de actividades al congreso, 2012-2013: en el periodo comprendido entre julio y 

diciembre de 2012 se depositaron 102 pactos colectivos y sólo se denunciaron 26. Entre tanto, entre 

enero y junio de 2013 se depositaron 84 pactos y se denunciaron 15. O sea que en este período, de 

los 93 pactos que en promedio se depositaron por semestre, sólo se denunció el 21,6%. 

 

La dinámica del uso de pactos colectivos para estimular y/o frenar la afiliación a una organización 

sindical no cambió significativamente durante 2013. En ese año se firmaron 204 pactos, un leve 

descenso del número firmado en 2012, sin embargo, el hecho que 63 de ellos fueran firmados por 

“primera vez” en una empresa69, evidencia la popularidad que han ganado como mecanismo 

empresarial para arrinconar a los sindicatos. En los casos de coexistencia de pacto colectivo de 

trabajadores sindicalizados y convención colectiva sindical, en el 71% de estas empresas se ha 

disminuido el número de afiliados. 

 

Adicionalmente, saber que tantas nuevas empresas han acogido esta figura controvertida del 

convenio colectivo, a pesar de los impedimentos legales que existen, nos dice mucho sobre la 

ineficacia y/o negligencia del Ministerio de Trabajo y la Fiscalía para ponerse de acuerdo y adelantar 

trabajos conjuntos de investigación y castigo a empresarios que utilizan pactos colectivos donde 

existe una organización sindical. 

 

El uso de pactos colectivos asegura la imposibilidad de celebrar huelgas, o resolver estos conflictos 

por tribunales de arbitramento, pues al ser una actuación manipulada por el empleador no existe un 

conflicto colectivo real. Últimamente se utilizan otras formas de presión similares a los pactos 

colectivos, llamados planes voluntarios de beneficios, los cuales tienen los mismos efectos, pero 

genera la imposibilidad absoluta de aplicación de la ley penal.  

 

Estas violaciones se dan a pesar de la penalización del uso ilegal de pactos colectivos. Los procesos 

de investigación penal o de los inspectores laborales resultan sumamente frustrantes, pues pese a la 

actuación de las organizaciones sindicales no se conocen juicios ni sanciones administrativas de los 

inspectores. En fin, los pactos colectivos, con el paso de los días, cada más más prolíficos en 
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 Ibídem. 
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 Datos tomados de: Dirección General de Inspección, Vigilancia y Control y Gestión Territorial, Información Estadística 
2013, entregada a la ENS el día 14 de marzo de 2014. 
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empresas industriales donde existe un sindicato, seriamente obstaculizan el ejercicio sindical y la 

continuidad de las organizaciones sindicales amenazadas. Se ha demostrado muchos casos donde 

los pactos colectivos violan la débil ley colombiana permitiendo estos “convenios” cuando los 

afiliados a las organizaciones sindicales no superan una tercera parte del número total de 

empleados en una empresa; pero más allá, los pactos colectivos existentes y firmados después del 

13 de junio de 2012, hacen caso omiso de las solicitudes hechas por el PE en la Resolución 2628. 

 

Sindicatos minoritarios sin derecho a la negociación colectiva. 

 

Según el Ministerio del Trabajo, entre julio de 2011 y abril de 2012, se convocó a 49 tribunales de 

arbitramento, se tramitaron 30 solicitudes para designar tercer árbitro y se aprobaron 20 trámites 

para el pago de los honorarios del tercer árbitro; y entre julio de 2012 y junio de 2013, las cifras 

fueron, respectivamente, 103, 59 y 22.70 En ambos años, por falta de acuerdo entre empresas y 

sindicatos, en más del 50% de los casos intervino el Ministerio del trabajo en la designación del 

tercer árbitro; y en ambos años también, en apenas el 40.8% y el 21.6% de los casos, 

respectivamente, los tribunales de arbitramento lograron acuerdos (laudo arbitral), los demás 

tribunales se quedaron sin acuerdos dentro del año respectivo, o como se dice en el argot de los 

sindicatos, “el conflicto se quedó en el limbo”.  

 

En general, dentro del sindicalismo acudir a la convocatoria de un tribunal de arbitramento es un 

recurso extremo, al que no se le tiene confianza, y que genera mucha incertidumbre en relación con 

sus resultados, pero resulta la única alternativa por parte de los sindicatos minoritarios cuando las 

empresas se niegan de plano a negociar, o cuando lo que ofrecen en la negociación es lo mismo 

que previamente le ofrecieron a los trabajadores no sindicalizados a través de un pacto colectivo.  

 

12. Inspecciones laborales: fortalecimiento estructural a medias y 

sin dientes 
 

La creación y fortalecimiento institucional del Ministerio de Trabajo fueron los ejes estructurales del 

PAL, teniendo en cuenta que sin una entidad estatal que velara por el cumplimiento de las leyes y 

reglas laborales en el país, y sin una suficiente capacidad humana y profesional en “hacer cumplir 

las leyes”, la esfera normativa, por más positiva que fuera, nunca podría ser armonizada con la 

realidad contextual. Como varios expertos han notado, la inspección laboral es la actividad central 

para asegurar la efectividad de las leyes laborales71, y sobre todo en un contexto global donde la 

“fisura” de las relaciones de empleo, la descentralización de producción, y la disminución de la 

presencia de sindicatos, implican que las inspecciones laborales tienen que fortalecerse y mejorar su 
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 Ministerio del trabajo, informes al congreso. 
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 Véase: Vega, María Luz Ruiz. 2009. Labour Administration and Inspection Programme. Ginebra: ILO; Weil, David. 2008. 
“A strategic approach to labour inspection”. International Labour Review. Vol. 147 N° 4, pp.349-375. 
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efectividad72. En Colombia, dónde la tasa sindical no supera el 4.5% y donde la informalidad laboral 

(medida por la no afiliación a los dos regímenes básicos de seguridad social: salud y pensiones) 

ronda al 68% de toda la población nacional ocupada, era urgente crear, fortalecer y rediseñar al 

Ministerio de Trabajo y el Departamento de Inspección, Vigilancia y Control para que pudieran 

mejorar notablemente su actuación en llevar a los lugares de trabajo las leyes laborales del país. 

 

Parte de la propuesta de aumentar la credibilidad de los inspectores de trabajo en Colombia tendría 

que ver con la tarea gubernamental de asegurar que ellos gozaran de una alta capacidad técnica y 

profesional. Se ha hecho avances en el último año, subiendo la escala  salarial para inspectores del 

rango 9 al rango 1273, lo que significa, en términos prácticos que hoy en día un inspector de trabajo 

recibe una remuneración básica entre $2,500.000 – 3,800.000 pesos colombianos mensuales. 

Obviamente, mejorar, levemente, el salario para los inspectores, no es la única manera de garantizar 

que ellos cumplan con sus labores de modo ético, eficaz y de acuerdo con las leyes y las reglas de 

desempeño. Es de importancia fundamental que ellos tengan una alta competitividad técnica en los 

temas de actualidad laboral, además, se debe poseer suficientes dotes persuasivos para llegar a sus 

interlocutores. 

En el caso colombiano pos PAL, la esperanza de una nueva responsabilidad estatal en llevar la 

normatividad a la realidad se ha transformado en una nueva decepción. Se creó el Ministerio de 

Trabajo mediante el Decreto 4108 de 2011 y con los Decretos 1228 y 4970, ambos de 2011, y el 

Decreto 1732 de 2012, se ajustó la planta de personal para que eventualmente el Ministerio del 

Trabajo pueda contratar el número de inspectores al que se comprometió.  

En 2008, la planta de cargos de inspectores de trabajo la conformaban 289 cargos, en 2009 fueron 

creados 135 adicionales y entre 2011 y 2014 fueron creados 480 nuevos cargos, para un total de 

904 inspectores, de los cuales 703 integran hoy la planta.  

Mediante una respuesta a derecho de petición solicitado por la ENS que figura con número de 

radicado 31193 y fechado el 25 de febrero de 2014, el Ministerio del Trabajo informa que para 

entonces existen 685 cargos de inspector de trabajo provistos, luego según el Informe al Congreso 

que presenta el Ministerio del Trabajo para los años 2013 – 2014, se dice que en el periodo julio 

2013 a junio de 2014, se han posesionado 214 y retirado 48 Inspectores de Trabajo y Seguridad 

Social y que con corte al 30 de junio de 2014 hubo 677 Inspectores Activos74, con posterioridad, en 

respuesta a la última petición que elaboró la ENS (en agosto de 2014), el Ministerio del Trabajo 

informa que ha provisto a noviembre de 2014 un total de 703 cargos de inspector laboral. 

Las cifras precedentes dan muestra de varias situaciones, la primera de ellas es el panorama 

dudoso que se genera en cuanto al número real de inspectores del trabajo que actualmente se 

encuentran activos y en ejercicio de sus funciones. Adicionalmente debe tenerse presente que 703 
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 David. 2008. “A strategic approach to labour inspection”. International Labour Review. Vol. 147 N° 4, pp.349-375.  
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 En el sector público la escala salarial más alta para profesionales de carrera es de rango 20. 
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 Informe al Congreso 2013 – 2014. Ministerio de Trabajo. Página 135 
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inspectores en ejercicio distribuidos en 35 Direcciones Territoriales, no son suficientes para atender 

las problemáticas de más de 21 millones de trabajadores que existen en Colombia, distribuidos 

todas y todos por más de mil municipios. 

En 2011 los Expertos de OIT hicieron un llamado a estudiar el caso colombiano por el 

incumplimiento grave al Convenio 81 sobre inspección laboral, para procurar mediante el 

cumplimiento de objetivos planteados por los mismos, la normalización del sistema de inspección 

conforme los estándares internacionales. No obstante, hoy, habiendo pasado ya casi cuatro años 

desde que se formularon dichas recomendaciones, Colombia se encuentra en la lista de 25 países a 

nivel mundial que deben rendir informes a OIT por incumplimiento de convenios, particularmente lo 

hace por el Convenio 81, lo cual indica que no se cumplieron esas recomendaciones de 2011.  

De los 703 inspectores del trabajo laborando hasta mitades del 2014, 601 habían nombrados en 

provisionalidad, es decir sin un sistema de carrera o méritos, ni estabilidad, independencia y sin 

cumplir lo establecido en los Convenios 81 y 129 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 

 

Si el 85.5% de los inspectores nombrados se encuentran en provisionalidad, ello significa que la 

capacitación que se haya generado desde 2011 a la fecha, habrán sido recursos perdidos, además 

de que el 85.5% de los inspectores carezcan de estabilidad y tengan grandes riesgos de padecer 

presiones políticas o laborales indebidas, violando las normas de contratación colombiana, y 

poniendo en duda su autonomía e independencia. Los únicos cargos de carrera administrativa que 

han sido provistos desde el concurso de la comisión nacional del servicio civil, han sido por 

concursos que iniciaron antes del 2011. 

 

Si hay, actualmente, tan sólo 703 inspectores del trabajo activos, el gobierno no ha cumplido sus 

compromisos políticos asumidos. El Gobierno de Santos definió la creación de 485 nuevos 

inspectores (100 en 2011, 100 más en 2012, y los restantes en 2013 y 201475). Quedaría pendiente 

la contratación de 201 nuevos inspectores entre abril y diciembre de 2014. Lamentablemente se 

observa como las plantas de personal del Ministerio del Trabajo han crecido pero no para designar 

funcionarios dedicados de manera exclusiva a la inspección laboral. 

 

Esta situación se agrava al no contar con informes públicos sobre los resultados de cada inspector, 

no se sabe a ciencia cierta, cuántos inspectores están haciendo inspección, control y vigilancia; el 

buen funcionamiento y eficacia de un sistema de inspección no depende solamente de un 

compendio de normas que declaren derechos, sino que el sistema de inspección laboral logre una 

protección real para trabajadores, no se conocen informes sobre el grupo especial de inspectores 

con dedicación exclusiva a la intermediación laboral que realizan control sobre las relaciones 

laborales en las cooperativas de trabajo asociado (100 inspectores) y aún más grave es el hecho de 
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 Mintrabajo. "Colombia puede decir que ha cumplido con los compromisos del Plan de Acción Laboral del TLC con 
EEUU pero muchos están desinformados" 13 de abril de 2012. Disponible en: http://www.mintrabajo.gov.co/abril-
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que ni siquiera existe información pública referida a la creación de este grupo, por lo cual a esta 

fecha, no se sabe si el mismo existe.  

 

Respecto a la distribución geográfica de los inspectores del trabajo no queda más que decir que es 

inconcebible que en departamentos como Amazonas, Arauca, Caquetá, Casanare, Guainía, 

Guaviare, Putumayo y San Andrés, el número de inspectores del trabajo no alcance ni siquiera los 

10 en cada departamento y/o región. 

 

La falta de una política institucional que promueva la equidad de género en el mundo de 

Trabajo 

 

Es cierto decir que tanto en el mundo de trabajo como en la esfera de representación política y 

pública, las mujeres son una población que sufre una discriminación latente e histórica. Pero en 

Colombia, en el mundo de trabajo, las mujeres padecen estructuras y formas de discriminación más 

arraigadas que en la mayoría de países del mundo y de la región, por ende, las mujeres trabajadoras 

colombianas ven, con demasiada frecuencia, como sus derechos laborales son ignorados y/o 

violados, sin tener una respuesta estructural o políticas enfocadas, por parte del gobierno, que 

busquen aminorar esta preocupante situación. Si bien, en el país, se ha presentado un avance en 

materia de participación y ocupación, se siguen presentando diferencias sustanciales con respecto a 

los hombres, al punto de ser ellas las que más alta tasa de desempleo tienen. Para 2013, la tasa de 

desempleo de las mujeres se ubicó en 12,7%, esto es 5,3 puntos porcentuales de la tasa registrada 

por los hombres que fue de 7,4%. Por otro lado, para el 2013 de acuerdo a la Encuesta Nacional de 

Uso del Tiempo (ENUT) las mujeres participan en 22,4 puntos porcentuales menos que los hombres 

en el trabajo remunerado (34,6% frente a 57% de los hombres) y en 26,3 puntos porcentuales más 

en el trabajo no remunerado76, (89,4% frente a 63,1% de los hombres). Y no es solo en el tema de 

remuneración y jornadas de doble trabajo (productivo y reproductivo) que las mujeres están en 

desventaja notable. Preocupante, entonces, el enorme falta de interés que demuestra el ejército de 

inspectores laborales en el país por el tema de discriminación laboral en contra de las mujeres. De 

acuerdo con cifras del Ministerio, durante 2012 se adelantaron tan solo seis investigaciones en todo 

el país por discriminación salarial por sexo. Adicionalmente, durante los años de 2011-2013 y hasta 

el primer trimestre de 2014, siguiendo la ley 1257 de 2008 (artículo 1277), sólo se condujeron, en 

todo el territorio nacional, once investigaciones por discriminación contra la mujer. 

Mirando el tema de solicitudes hechas al Ministerio para el despido a trabajadoras en estado de 

embarazo, la ineficacia de las actuaciones de sus funcionarios queda en evidencia. De las 459 
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 Trabajo no comprendido en el sistema de cuentas nacionales, según la metodología de la ENUT: Actividades de 
servicio doméstico no remunerado al propio hogar, actividades de servicio de cuidado no remunerado al propio hogar; 
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solicitudes hechas en todo 2013, el Ministerio solo negó 76 y autorizó 92: así dando luz verde a una 

práctica explícitamente discriminatoria a mujeres trabajadoras.  

 

Y no solo las mujeres son, en gran parte, ignoradas por el Ministerio de Trabajo. En los dos años de 

2012 y 2013 se ejecutó solo siete sanciones por violación a la ley 361 de 1997 sobre mecanismos de 

integración social de las personas con limitaciones. En total, el conjunto de estas sanciones sumaron 

$38.137.400 pesos, pero aún se desconoce sí alguna de estas sanciones fue desembolsada. Es 

preocupante que no exista otra información estadística desagregada por el tema de discriminación 

laboral, por parte del Ministerio. No sabemos cuántas investigaciones se han hecho en los últimos 

tres años por despidos injustificados, por intimidación y amenazas contra trabajadores, y por ende 

no se puede afirmar ningún avance por este tema del departamento de inspección, control y 

vigilancia. Al contrario, ese vacío informático solo nos plantea preocupaciones y sospechas de que 

en términos generales no ha habido mejorías algunas. 

 

13. La armonía del marco normativo nacional con el internacional (Convenios 122 y 135) 

 

Como ya se mencionó, la falta de una regulación laboral eficaz y en armonía con la normatividad 

internacional, no es un tema nuevo para el Gobierno Colombiano. Hace muchos años Colombia ha 

estado en seguimiento por parte de la OIT por temas como la falta de garantías y protección estatal 

de la libertad sindical. Como esfuerzo por aminorar esa falta histórica, el Gobierno Colombiano 

pronunció que presentará varias leyes aprobatorias de tratados de la OIT al Congreso Colombiano. 

Dos de esas serían el Convenio 122 de 1964 sobre la Política del Empleo y el Convenio 135 de 1971 

sobre garantías para los representantes de trabajadores.  

 

A pesar de ser una señal positiva, como suele suceder en Colombia, el trecho entre los discursos 

oficiales y las prácticas políticas tiende a ser bastante amplio.  Hasta hoy, no se ha avanzado en el 

proceso de trámite, dejando los dos Convenios, y otros78, en limbo, esencialmente tan lejos del 

alcance práctico de las y los trabajadores como han estado durante décadas. Y eso, teniendo en 

cuenta la gran importancia de ambos convenios.  

 

El 122 obliga al gobierno a formular e implementar una política activa para fomentar el pleno empleo 

como mecanismo fundamental para el desarrollo económico y para elevar el bienestar de la 

población económicamente activa del país. En el contexto colombiano de altas tasas de desempleo79 

y subempleo80 la falta de compromiso estatal de realmente intentar fomentar más empleo de buena 

calidad no sólo resulta preocupante, es incluso indolente su insistencia de continuar las políticas de 

                                                           
78

 Específicamente, las leyes aprobatorias para los Convenios 149 y 183 de la OIT. 
79

 Para 2014 la tasa de desempleo estuvo 9,1%, demostrando una disminución mínima de la tasa del 2013 (9,6%), en un 
contexto muy favorable en términos de crecimiento económico. 
80

 Para 2014, las tasas de subempleo subjetivo y objetivo mantuvieron su panorama estancado y alto, el primero 
estando en 29,1% y el segundo en 10,7%. 
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alto estímulo para la Inversión Extranjera Directa y las negociaciones y firmas de TLC, como eje para 

mejorar el clima para los inversionistas, sin prestar importancia a las necesidades de los millones de 

colombianos que no logran ingresar al mundo de trabajo productivo donde podrían trabajar y recibir 

ingresos decentes en condiciones dignas. 

 

La falta de una ratificación formal del Convenio 135, por su parte, demuestra la falta de seriedad del 

Gobierno Colombiano con respecto a sus compromisos con el movimiento sindical colombiano, el 

cual lleva años presionando que se ratifique ese Convenio, el cual plantea algunas condiciones 

mínimas para: asegurar la estabilidad de los representantes de las y los trabajadores; el desempeño 

de sus actividades como representantes; y su afiliación al sindicato de su libre elección. Sin estas 

condiciones siempre quedarán entre dicho las garantías reales que existen para el derecho de 

asociación sindical y libertad sindical. O sea, la ratificación e implementación del Convenio 135 de la 

OIT otorgaría una protección eficaz contra cualquier acto que pueda perjudicar los sindicalistas y la 

actividad sindical e incluso para los y las representantes de trabajadores que no sean sindicalistas. 

Es urgente que el Gobierno de Santos presione, como se comprometió a hacer, para hacer trámite 

de estas leyes aprobatorias de tratados, y cuando sean aprobadas por el Congreso que se habiliten 

para implementarlas a cabalidad.  

 Conclusiones 

 

Es preocupante admitir que casi cuatro años después de la firma del Plan de Acción Laboral Obama-

Santos y cerca de tres años desde que el Parlamento Europeo suscribió a la Resolución 2628, aún 

hay muchos temas laborales que no tienen respuesta concreta de acuerdo a los compromisos 

asumidos por Colombia. Hemos visto, a través del presente informe, que en los 13 temas 

mencionados hay terreno donde el gobierno colombiano, a través del Ministerio de Trabajo, la 

Fiscalía, el Ministerio de Comercio Exterior, Turismo e Industria, otras instancias institucionales, y la 

rama legislativa, puede mejorar la regulación de las relaciones laborales del país, y más allá, hacer 

aplicación real y/o seguimiento de los impactos generados por la reglamentación vigente. Pero la 

realidad es que no ha habido avances significativos, e incluso hay demostrables retrocesos del 

gobierno colombiano, aun cuando altos funcionarios intentan acolchonar el panorama real con 

discursos generalizados y esperanzadores.  

 

La negligencia y falta de voluntad política del Gobierno Colombiano ilustra la poca seriedad que les 

asigna a los temas laborales y sindicales de los más de 21 millones de trabajadoras y trabajadores 

colombianos. Tan solo en el caso de la intermediación laboral ilegal,  se ha dejado que muchos 

empresarios del país hagan  maniobras sueltas, disolviendo a sus Cooperativas de Trabajo Asociado 

(CTA), “intermediarias”, para luego, volverlas a montar, pero ahora bajo nuevas figuras de tipo 

comercial como las SAS o a través de mal llamados contratos sindicales. Mientras tanto, el 

Ministerio de Trabajo se desgasta en discusiones de tipo conceptual para no tener que actuar y 

erradicar esta práctica ilegal que efectivamente viola los derechos laborales de las y los 
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trabajadores, dejándoles en una situación laboral precaria, donde prima la inestabilidad, los bajos 

ingresos, la imposibilidad práctica de afiliarse a un sindicato, y un panorama de riesgo estructural 

tanto para ellos y para sus familiares y dependientes.  

 

Los Acuerdos de Formalización, por su parte, evidencian el gran trecho entre lo que estipula las 

normas y lo que hacen los funcionarios. Formalmente, estos acuerdos contemplan la necesidad de 

buscar una manera pragmática de erradicar, gradualmente, prácticas violatorias de los derechos 

laborales que se han vuelto sistemáticas y en algunos sectores, generalizadas. Es así que a través 

de políticas de “zanahoria antes del garrote”, es decir, de incentivo antes que punición, el Ministerio 

asume un nuevo poder que le permite condonar sanciones a algunas empresas sí el gerente  firma 

un compromiso de contratar a los trabajadores directamente. La trampa de esta política reside en lo 

que no contempla: primero, son acuerdos bilaterales, entre al Ministerio de Trabajo y la gerencia de 

la empresa violadora de las leyes; la participación de los sindicatos y los trabajadores afectados no 

aparece como necesidad para asegurar un buen entendimiento del acuerdo, o sea, el gobierno no le 

aparece importar el diálogo social trilateral como elemento fundamental para el buen manejo de los 

conflictos laborales. Segundo, la contratación directo de trabajadores ha sido un procedimiento con 

poca regulación. En varios casos la empresa violadora de las leyes ha contratado trabajadores 

distintos de los que estaban padeciendo la intermediación laboral ilegal, dejándoles a ellos con un 

doble castigo y en un estado de precariedad y desamparo peor después del Acuerdo que antes de la 

intervención del Ministerio. 

 

La violencia antisindical, un tema tristemente muy ligado a Colombia, y siempre presente en 

discusiones en la esfera internacional, sigue vigente hoy en día. En términos cuantitativos se ha visto 

una reducción de su prevalencia durante los últimos cuatro años, pero cualitativamente, la práctica 

continúa, obstaculizando, a través del terror, la actividad sindical y perjudicando los esfuerzos de 

muchos defensores de los derechos laborales y activistas sindicales por crear conciencia en la 

población de trabajadoras y trabajadores colombianos de la necesidad de agruparse en una 

organización que vela por sus derechos y su bienestar en el trabajo. Amargamente, un patrón de 

violencia y miedo histórico, aun presente, es una forma muy efectiva de desmotivar la actividad 

sindical y la afiliación a estas organizaciones. Y frente a este panorama de azotamiento frontal a los 

derechos laborales, y a la integridad física de muchos sindicalistas amenazados, atormentados y 

lesionados por ataques e intentos de homicidio, el Gobierno Colombiano ofrece medidas de agua 

tibia: programas de protección básicos sin un esfuerzo serio por sistematizar una protección estatal a 

activistas y dirigentes sindicales y muchos otros defensores de derechos humanos y defensores del 

acceso a la tierra, sin contemplar seriamente la necesidad de implementar un sistema de alertas 

tempranas para lograr otorgar una protección integral a personas en riesgo antes que ellas reciben 

amenazas directas y/o atentados. Mientras que un solo sindicalista o defensor de derechos humanos 

y defensores de la tierra muera por reivindicar sus derechos fundamentales no existirá la paz en el 

plano laboral, rural o local en el país y el Estado colombiano es el responsable de asegurar las 

condiciones para la no continuidad de esta práctica barbárica e inhumana. 
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Como se ha detallado en el presente informe, hay muchos otros temas laborales y sindicales aún 

pendientes por resolver y regular de manera eficaz e integralmente. No basta que el Gobierno 

Colombiano continúe negociando y firmando acuerdos comerciales y TLC con otros países como eje 

principal de su política económica de apertura  e integración en la economía global, sin tener que 

responder enfáticamente a sus deberes en materia de regulación laboral y de acuerdo con las 

normas internacionales y las prácticas asociadas al Trabajo Decente, planteado y promovido por la 

OIT y asumido como eje importante para lograr un desarrollo humano sostenible por la Unión 

Europea y sus instancias políticas como el Parlamento Europeo y la Comisión Europea. Mientras no 

haya un compromiso real con resultados concretos de mayor alcance, este tipo de medidas 

(Resolución 2628 y PAL) serán formalismos que abren el camino a dichos procesos de apertura 

económica en condiciones desiguales entre las partes, y lo que es peor, en contra vía de las y los 

trabajadores colombianos, quienes están cansados de ver que sus derechos siempre se contemplan 

de manera secundaria a los derechos e intereses de los empleadores y de los inversionistas 

nacionales y extranjeros. Ellas y ellos claman por un mañana donde puedan trabajar en condiciones 

dignas, donde el Estado y los funcionarios públicos hagan presencia en el plano laboral para 

armonizar los conflictos laborales y proteger a los derechos de los más de 21 millones de 

trabajadores del país.  


